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Con la presente investigación se pretendió analizar los criterios para que el Juez imponga la 
indemnización en los procesos judiciales sobre contravención del niño y del adolescente y por ello 
se determinó los criterios para la imposición de la sanción civil de indemnización por daños y 
perjuicios, al agente responsable de una contravención a un niño o adolescente, estableciendo que el 
órgano decisor deberá: a) considerar el principio de interés superior del niño y del adolescente, b) 
dentro de todas las interpretaciones posibles, aquella que favorezca en mayor y mejor medida el 
interés del niño y del adolescente; c) aunque no haya petitorio se debe haber alegado los hechos 
configurativos del perjuicio; d) los medios probatorio base de la aplicación del interés superior del 
niño y del adolescentes,  deben constar en el proceso; e) no debe existir renuncia expresa del 
interesado, f) debe de haber existido la posibilidad de contradicción, g) existir prueba de los daños y 
h) merituar las circunstancias del caso, con el ánimo de cumplir a cabalidad con una decisión que 
respete el debido proceso. 
 































With the present investigation it was tried to analyze the criteria so that the Judge imposes the 
compensation in the judicial processes on contravention of the child and of the adolescent and for 
that reason the criteria for the imposition of the civil sanction of compensation for damages were 
determined, to the agent responsible for a contravention of a child or adolescent, establishing that the 
decision-making body shall: a) consider the principle of the child's and adolescent's best interest, b) 
within all possible interpretations, the one that favors the interest to a greater and greater extent of 
the child and the adolescent; c) although there is no request, the facts of the damage must have been 
alleged; d) the evidential means based on the application of the best interests of the child and 
adolescents, must be included in the process; e) there must be no express waiver of the interested 
party, f) there must have been a possibility of contradiction, g) there is proof of the damage and h) 
merit the circumstances of the case, with the intention of fully complying with a decision that respects 
the due process. 
 

































La realidad es una fuente de riquezas, una mirada a ella, es  motivo de interrogantes las 
mismas no necesariamente se tendrían  respuestas inmediatas, ante ello es necesario la revisión del 
conocimiento correspondiente y la temporalidad para poder abordar con objetividad y explicarla, es 
así como ocurrió con la investigación que se propone, en vista a la observación, sobre las decisiones 
judicial sobre los procesos de contravención de niños y adolescentes, tramitadas en el marco de las 
normas del Código de los niños y adolescente . 
 
 
La implementación de los procesos de contravención tienen su razón de ser en la protección 
de los derechos de los niños y adolescentes, de todas aquellas contravenciones que son definidas en 
el artículo 69 del Código señalado, como todas aquellas acciones u omisiones que atentan contra el 
ejercicio de los derechos de los niños y adolescentes señalados en la ley, que fue recogida por el 
Pleno Distrital de Familia 2011 de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte del 22 de julio de 
2011, en sus conclusiones, al sostener que “el artículo 69 del CNA define contravención como toda 
acción u omisión que atenta contra el ejercicio de los derechos de los niños y adolescentes señalados 
en la ley. 
 
En ese orden de ideas, la tramitación de este proceso, al igual que la gran mayoría de ellos 
desemboca en una sentencia que impone multas, medidas correctivas y de protección así como 
indemnizaciones por daños y perjuicios y, que para efectos de la investigación esta última es a la que 
particularmente se hará referencia puesto que los casos que serán el sustento de la investigación 
evidencian el problema de la falta de criterio para otorgarla, el mismo que no existe dentro de la 
legislación especial. 
 
De ahí, que la investigación que se realizará pretende determinar los criterios para que el 
Juez imponga la indemnización en los procesos judiciales sobre contravención del niño y del 
adolescente y por ello, la estructura de la investigación presentará en primer lugar a la problemática, 
la que estará establecida de manera clara con la finalidad que se note la dirección del trabajo 
académico, el que también demostrará su justificación así como los objetivos planteados y la 
delimitación de la investigación. 
 
En una segunda parte aparecerá el marco teórico, el cual contendrá, los antecedentes de la 
investigación, las bases teóricas que reforzarán el análisis, así como un glosario de términos, un 
marco referencial y la hipótesis que responderá a la formulación del problema, con la correspondiente 
operacionalización de sus variables. 
 
Así mismo, esta investigación expresa el marco metodológico, en el cual se establece el 
enfoque de la investigación, así como su diseño y los procedimientos metodológicos empleados para 
abordar la problemática e instrumentos y técnicas de recolección de datos para sustentarla, así como 
las referencias bibliográficas de las fuentes de las cuales se extrajo la información para dar base a la 
investigación. 
 











I. ASPECTOS DE LA PROBLEMÁTICA 
 
1.1. DESCRIPCIÓN DE LA REALIDAD PROBLEMÁTICA 
 
La Convención de los Derechos del Niño ha introducido el paradigma del menor como 
"sujeto de derechos" por lo que en doctrina se ha pasado de la situación irregular del menor, a 
"derechos - protección", lo cual trae consigo lo referido a la doctrina de la protección integral (Santos, 
1995). 
 
Así, en este escenario se percibe que al menor se le concibe como sujeto de derechos, se le 
hace acreedor de todos los principios y garantías que revisten al proceso común, fundamentalmente 
el derecho a un debido proceso pero además, al tratarse de una justicia especializada, se faculta al 
Juez a aplicar el principio del interés superior del niño y del adolescente y con ello a asumir como 
un problema humano aquellos asuntos de carácter judicial o administrativo en el que se haya 
involucrado un niño o un adolescente, todo esto dentro del marco del debido proceso. 
 
En este orden de ideas, en el Perú, el Código de los Niños y Adolescentes (CNA) regula el 
Sistema Nacional de Atención Integral al niño y al adolescente, siendo compatible con la doctrina de 
protección integral del menor y dentro de este sistema se ha establecido el proceso de 
contravención.  La contravención es definida en el artículo 69 del CNA como todas aquellas acciones 
u omisiones que atentan contra el ejercicio de los derechos de los niños y adolescentes señalados en 
la ley. 
 
La definición mencionada fue recogida por el Pleno Distrital de Familia 2011 de la Corte 
Superior de Justicia de Lima Norte del 22 de julio de 2011, en sus conclusiones, al sostener que “el 
artículo 69 del CNA define contravención como toda acción u omisión que atenta contra el ejercicio 
de los derechos de los niños y adolescentes señalados en la ley. Se inicia con una demanda, que se 
tramita bajo las reglas del proceso único establecido en el CNA; siendo la finalidad del proceso el 
obtener que los contraventores cumplan con la satisfacción de los derechos vulnerados, pudiendo 
imponerse la sanción contemplada en el inciso e) del artículo 137 del CNA, en un proceso con 
contenido civil, siendo competente el juez de familia civil”. 
 
Por tanto, mediante este proceso, los jueces especializados en familia están facultados para 
aplicar las sanciones que correspondan sobre aquellos contraventores, de probar que en el caso 
concreto existieron contravenciones a los derechos del niño y del adolescente, las que en monto 
podrán ser de hasta 10 URP. Así mismo, aquellos que resulten responsables también podrán ser 
obligados al pago de multas así como al pago de una indemnización por daños y perjuicios por 
incumplir las disposiciones en protección de los derechos del menor (artículo 70 CNA). 
 
Conforme lo sostiene Osterling (2008) Indemnizar es poner a una persona, en la misma 
situación en que se encontraría, si no se hubiese producido el acontecimiento que obliga a la 
indemnización. De esta manera, la indemnización por daños y perjuicios solicitada, será una suma 
de dinero que se impone al responsable de la comisión de los daños y perjuicios y para cuya 
imposición requerirá de la prueba de cada uno de los daños así como de la conexidad que existe entre 
la conducta dañosa y el daño causado.  
 
Sin embargo, en los procesos de contravención se ha impuesto esta indemnización al ser 
solicitada  por quien demanda la existencia de contravenciones a un menor, pero sin especificar 
monto y a pesar de ello ha sido reconocida, como sucedió en el caso contenido en el Expediente N° 
00147-2012-0-1001-JR-FT-03, que se llevó a cabo en la ciudad de Cusco ante el Tercer Juzgado de 
Familia, fijando una indemnización por un monto de S/ 10,000 soles, en virtud de la aplicación del 
artículo 1984 del Código Civil, relativo al daño moral y la valoración del daño causado así como su 
relación con la actuación de los demandados, quienes omitieron cumplir con su responsabilidad de 





En otro caso como el vertido en el Expediente N° 00761-2016-0-2011-JM-FC-01, del 
Distrito de Castilla – Piura, el Fiscal solicita tutela jurisdiccional efectiva para una menor, y, en lo 
que respecta a la indemnización, no fue solicitada; sin embargo, la decisión judicial de primera 
instancia, que resulta confirmada, otorga una reparación de S/ 1,000.00 soles, estimada según las 
circunstancias, y señalando además que dichas agresiones padecidas por la agraviada de por sí 
generan un daño moral, el mismo que no requiere mayor actividad probatoria por lo que la reparación 
del daño, no puede ser fijada atendiendo a pautas fijas y alejadas de la realidad, pues lo que se 
pretende con la misma es compensar económicamente el menoscabo sufrido por la parte agraviada, 
a lo que debe valorarse además, las consecuencias que produce en su entorno familiar dicha situación 
pues ésta es la razón fundamental de la fijación de la reparación. 
 
La práctica judicial nos muestra que el Juez está dejando de lado el principio de congruencia 
procesal al momento de sentenciar, pues a pesar de que no figura la indemnización por daños y 
perjuicios como una pretensión o si es solicitada no se especifica un monto, igual es concedida, 
cuando no ha debido de serlo. Lo que nos lleva a formularnos la siguiente pregunta ¿Cuáles son los 
criterios actuales para la imposición de la indemnización en los procesos judiciales sobre 
contravención del niño y del adolescente?, ya que conforme la práctica, la fijación del monto por 
indemnización por daños y perjuicios sería producto del arbitrio del Juez.   
 
1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
1.2.1. Problema General 
 
¿Cuáles son los criterios actuales para la imposición de la indemnización en los 
procesos judiciales sobre contravención del niño y del adolescente? 
 
1.3.  JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
La investigación que se realiza se justifica por las razones que a continuación se expone: 
 
Se justifica la investigación en la normativa especializada porque es aplicada para determinar 
los criterios para la indemnización de daños y perjuicios en el proceso de contravenciones del niño 
y del adolescente, es decir, aquella que está establecida en el CNA, específicamente de los artículos 
69 a 73 así como la prevista en el artículo 137 de la misma norma.  
 
En ese sentido, se transcribirán las normas que regulan la materia de contravenciones al niño 
y al adolescente, en el ordenamiento peruano, que serán tomadas de base para la investigación: 
 
― Artículo 69.- Definición.- Contravenciones son todas aquellas acciones u omisiones que 
atentan contra el ejercicio de los derechos de los niños y adolescentes señalados en la ley. 
 
― Artículo 70.- Competencia y responsabilidad administrativa.- Es competencia y 
responsabilidad del PROMUDEH, de la Defensoría del Niño y Adolescente y de los 
Gobiernos Locales, vigilar el cumplimiento y aplicar las sanciones administrativas de su 
competencia cuando se encuentren amenazados o vulnerados los derechos de los niños y 
adolescentes. 
 
Los funcionarios responsables serán pasibles de multas y quedarán obligados al pago de 
daños y perjuicios por incumplimiento de estas disposiciones, sin perjuicio de las 







― Artículo 71.- Intervención del Ministerio Público.- El Ministerio Público, a través del 
Fiscal Especializado y del Fiscal de Prevención del Delito, vigilará el cumplimiento de 
esta Ley. 
 
― Artículo 72.- Intervención jurisdiccional.- Los Jueces especializados están facultados 
para aplicar las sanciones judiciales correspondientes, con intervención del representante 
del Ministerio Público. 
 
― Artículo 73.- Rol de los gobiernos regionales y locales.- Los Gobiernos Regionales y 
Locales dictarán las normas complementarias que esta Ley requiere, estableciendo 
disposiciones y sanciones administrativas adecuadas a las peculiaridades y 
especificidades de los niños y adolescentes de su región o localidad. 
 
Como se aprecia, estas son las normas que establecen una regulación especial del proceso de 
contravenciones, puesto que el iter que sigue es el del Proceso Único. Así, en lo referente al tema 
específico de la indemnización se establece que “quedarán obligados al pago de daños y perjuicios 
por incumplimiento de estas disposiciones”, los funcionarios responsables. 
Pero el Artículo 137 del CNA establece las Atribuciones del Juez y a la letra señala que 
“Corresponde al Juez de Familia: (…) e) Aplicar sanciones sobre las contravenciones a los derechos 
del niño y del adolescente. La sanción podrá ser hasta de diez Unidades de Referencia Procesal”. 
Dicha norma viene siendo aplicada a casos específicos como los planteados en la 
problemática y de la cual se desprendería una facultad de libre arbitrio del Juez que le permitiría 
otorgar indemnizaciones por daños y perjuicios sin previa configuración de la misma como una 
pretensión del agraviado o del Fiscal que en protección del interés del menor o del adolescente 
acciona, por lo que se motiva en esto la presente investigación con la finalidad de determinar los 
criterios de su aplicación. 
Así mismo, la investigación se justifica en la casuística encontrada del tema respecto del cual 
se desenvuelve la problemática planteada y que gira en torno a las sentencias dictadas por los 
juzgados de familia, que otorgan el dato de la decisión judicial y la base que toma el Juez en cada 
caso para poder otorgar una indemnización así se tiene: 
― Expediente N° 00147-2012-0-1001-JR-FT-03 (CUSCO): por ante el Tercer Juzgado de 
Familia, se pretendió entre otras cosas se fije una indemnización, teniendo en cuenta la 
magnitud del daño causado al menor agraviado y las circunstancias bajo las cuales 
sucedieron los hechos.  
 
Esta fue solicitada sin establecer un monto por la parte accionante, dejándose aquel a la 
apreciación judicial quien fijó una indemnización por un monto de S/ 10,000 soles, en 
virtud de la aplicación del artículo 1984 del Código Civil, relativo al daño moral y la 
valoración del daño causado así como su relación con la actuación de los demandados, 
quienes omitieron cumplir con su responsabilidad de custodia, que constituye un acto de 
negligencia que originó un daño en el adolescente.  
 
― Expediente N° 00761-2016-0-2011-JM-FC-01 (CASTILLA–PIURA), en el cual el 
Fiscal solicita tutela jurisdiccional efectiva para una menor, pero, en lo que respecta a la 
indemnización, no figura como una pretensión, por lo que no ha sido solicitada; sin 
embargo, la decisión judicial de primera instancia, que resulta confirmada en segunda 
instancia, otorga una reparación de S/ 1,000.00 soles. 
 
Para otorgar dicha reparación el Juez sostuvo en el fundamento 22 que “respecto al daño 
extra patrimonial, dada las circunstancias estimadas, se tiene que dichas agresiones 
padecidas por la agraviada de por sí generan un daño moral, el mismo que no requiere 





Así mismo, en el fundamento 23 señaló que “no puede ser fijada atendiendo a pautas fijas 
y alejadas de nuestra realidad, pues lo que se pretende con la misma es compensar 
económicamente el menoscabo sufrido por la parte agraviada, dado que dicha situación 
produce unos sentimientos o estimaciones subjetivas de valor inestimable desde el punto 
de vista económico y teniendo en cuenta los datos personales de la agraviada; a lo que 
debe valorarse además, respecto de la agraviada, las consecuencias que produce en su 
entorno familiar dicha situación pues ésta es la razón fundamental de la fijación de la 
reparación”. 
 
La sentencia de primera instancia resulto siendo confirmada en segunda instancia y se 
mencionan a continuación los fundamentos que serían los relevantes según el tópico en 
estudio. 
 
“DÉCIMO SEXTO.- Finalmente, respecto a los daños y perjuicios, la parte apelante 
cuestiona la existencia del nexo causal entre el supuesto daño causado y los hechos, sin 
embargo, este elemento ha quedado plenamente acreditado con el informe psicólogo 
conforme ya se ha establecido precedentemente, pues en él se deja constancia que 
actualmente la menor se está viendo afectada por los conflictos que está pasando en el 
colegio, los mismos que involucran directamente a la demandada y que ha sido ratificado 
por el psicólogo en la Continuación de Audiencia única de fecha 14 de noviembre del 
2016”. 
 
Señala a continuación que “existe una relación de causalidad entre la conducta de la 
demandada, y el daño sufrido por la adolescente, con lo cual se han vulnerado sus 
derechos fundamentales como el de la integridad personal, al libre desarrollo y a su 
dignidad como ser humano; debiendo tenerse en cuenta respecto al monto indemnizatorio 
que, el daño moral de la víctima resulta muy a menudo imposible de cuantificar, pues el 
dolor, la frustración y perjuicio en la esfera emocional de un ser humano no es 
cuantificable, y se deja pues en muchos casos al criterio razonado del Juzgador” 
 
Y para ello refiere que el Juez tendrá “en cuenta el menoscabo y la magnitud de los daños 
producidos a la víctima, y habiéndose acreditado que a la adolescente se le ha causado un 
daño, debido a que ha sido víctima de maltrato, se llega a la convicción que el monto por 
indemnización establecido por el A quo resulta equitativo y prudencial, considerando que 
la afectación emocional va requerir de tratamientos que le ayuden a superar dicha 
situación; por lo tanto no existe agravio alguno”. 
 
 
― Expediente N° 498-2013-0-2005-JR-FC-01 (PAITA-PIURA): en el cual el Juzgado 
Civil Transitorio de Sol y Mar, señala en la sentencia de primera instancia, que es 
confirmada en segunda instancia, “16. Por otro lado en cuanto a la reparación del daño 
causado el código civil establece “Contenido de la indemnización Artículo 1985 (…) 17. 
En el caso de autos se advierte que el menor agraviado a través de su representante legal 
(padre) respecto al daño emocional causado al menor, no existen elementos objetivos a 
fin de determinar a cuánto asciende los daños causados, por lo que corresponde fijar un 
monto prudencial ascendente a trescientos nuevos soles, dejando a salvo su derecho a fin 
que lo haga valer en la vía correspondiente en caso sea necesario un monto mayor”. 
 
Conforme lo señalado, es que se justifica la investigación pues se tiene la normativa y su 
aplicación confrontados lo que proporciona el dato del criterio judicial en casos de contravención de 








Así mismo, la importancia de la investigación radica en la temática jurídica que se abordará, 
como lo referido al proceso de contravención de los menores de edad, respecto del cual no hay una 
doctrina tan amplia, pero permitirá ser referencia para otros estudios más aún si es que se  tiene de 
respaldo casos concretos que permiten brindar una explicación de la realidad judicial en este tipo de 
proceso donde se aplica lo establecido en el CNA y dar contenido al vacío normativo que se presenta 
en nuestro ordenamiento jurídico.   
 
1.4.   OBJETIVOS 
 
1.4.1 Objetivo general 
 
Analizar los criterios para que el Juez imponga la indemnización en los procesos 
judiciales sobre contravención del niño y del adolescente. 
 
1.4.2 Objetivos específicos 
 
1. Determinar los criterios de imposición de la indemnización en los procesos 
judiciales sobre contravención del niño y del adolescente. 
2. Analizar la normativa sobre contravención del niño y del adolescente, conforme 
lo establece el Código del Niño y del Adolescente peruano con respecto a los 
criterios. 
3. Establecer si es que existe posibilidad de que tenga lugar un petitorio implícito 
en los procesos de contravención. 
4. Determinar si se puede aplicar la flexibilización en la imposición de sanciones 
en un proceso de contravención del niño y del adolescente. 
5. Determinar si el contenido del artículo 72 y del artículo 137 del CNA otorga 
amplia libertad para que el Juez actúe discrecionalmente imponiendo 
indemnizaciones por daños y perjuicios. 
 
1.5.  DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
La presente investigación será realizada en Piura a partir del mes de noviembre de 





















II. MARCO TEÓRICO 
 
2.1 ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Como antecedentes de la investigación se han encontrado dos artículos de revista que 
abordan el tema de la presente investigación y cuyos datos son los que a continuación se exponen: 
 
- En la sección ENTRE CORCHETES (2015), con el título “Corte Suprema considera que 
puede condenarse a los docentes y al director de un colegio como responsables de 
Bullying” se publica en Diálogo con la Jurisprudencia N° 199 el criterio asumido por la 
Sala Suprema, para un caso de Bullyng suscitado en un Centro Escolar. Así la Sala 
sostuvo que tanto el director y los docentes del Colegio tienen responsabilidad por 
omisión respecto de los actos de hostigamiento que fueron realizados sobre el menor 
E.G.G. Por tanto, se establece que ambos deben de indemnizar al menor que ha sufrido 
una contravención a sus derechos. Criterio que servirá en esta investigación para su 
análisis respectivo en aras a obtener una uniformización de criterios para imponer la 
indemnización por daños y perjuicios en casos de contravención de menores. 
 
- Ocner Córdova López (2015), en su artículo de revista titulado “El acoso escolar o 
bullying como hecho generador de responsabilidad civil, que fuese publicado en 
Actualidad Jurídica N° 258 sostiene que el Código Civil no contiene ninguna fórmula 
concreta por la cual se asigne responsabilidad civil a los directores, profesores, o 
propietarios del centro educativo o incluso de los mismos padres promotores del Bullyng 
cuando a consecuencia de una mala práctica se ocasione un daño por omisión de cuidado 
y vigilancia del menor educando. Concluyendo que es necesario el resarcimiento de los 
daños padecidos por el menor por lo que debe aplicarse tanto la responsabilidad 
contractual como la extracontractual para exigir la indemnización en función de los daños 
causados.  
 
2.2 BASES TEÓRICAS 
 
2.2.1 La imposición de sanciones a través de las sentencias en un Proceso   
Judicial 
 
A. La facultad sancionadora del Estado 
 
A.1. El Fundamento de la facultad sancionadora del Estado 
 
Rubio (1999), sostiene que es importante establecer constitucionalmente el 
deber de respetar, cumplir y defender la Constitución y el ordenamiento de la Nación para que se 
configure el Estado de Derecho, como aquella organización política que posee normas 
preestablecidas que ordenarán las conductas de quienes se insertan en una sociedad y fijarán las 
reglas de juego de las relaciones que se susciten y cuyo cumplimiento dará orden, facilitando las 
mejores condiciones para el progreso. 
 
Por ende, la Constitución se erige como norma limitativa suprema del poder 
estatal, y así el ordenamiento jurídico ha ido distinguiendo cada vez con mayor nitidez entre, por un 
lado, las infracciones penales: calificadas como delitos o faltas, recogidas en el Código Penal y en su 
legislación complementaria, sancionables por los Tribunales penales, y, por otro, las infracciones 
administrativas, así denominadas, sancionables por la Administración, puesto que la ausencia de 
delimitación de las fronteras de lo penal y lo administrativo sancionador traería como resultado el 




administrativa dando paso a la infracción del ne bis in idem si es que no diferenciamos ambos 
ordenamientos (Garberí, 2001). 
 
Por tanto, el respeto del ordenamiento jurídico y sobre todo de la Constitución 
es un elemento de garantía del Estado de Derecho que implica el respeto por las competencias 
constitucionales de las instituciones pero también el respeto de los derechos cumpliendo con el deber 
de respetar a los demás (Castro, 2005). 
 
Así, existe una potestad sancionadora de la administración, que fiscaliza ciertos 
comportamientos de los administrados e impone las medidas restrictivas de derechos ante la 
inobservancia de las reglas que prescriben aquéllos (Velásquez, 2004) y que tiene como presupuesto 
necesario el establecimiento de un régimen de protección del sistema y de los derechos de los 
ciudadanos frente a las necesidades sociales y que forma parte del poder punitivo del Estado (ius 
puniendi) (Nieto, 2008),   con la cual el Estado impone sanciones a las infracciones al ordenamiento. 
 
En ese sentido, Urquizo señala que todas las sanciones que aplica el Estado, 
tanto a nivel penal, civil como administrativo, deben estar vigiladas por la Constitución. Cabe 
recalcar que todo el sistema punitivo y el Derecho Administrativo inciden directamente sobre el 
desarrollo de los derechos fundamentales (dignidad humana) y en atención a ello, el Derecho Penal 
con sus cuatro instituciones (delito, peligrosidad, pena y medida de seguridad), así como el Derecho 
Administrativo con sus sanciones administrativas (a veces más duras que las penas) no solamente 
protegen los derechos fundamentales y las libertades públicas sino, sobre todo, las limitan (Gutierrez, 
2005).   
 
A.2. Principios Aplicables 
 
El ius puniendi es único, por lo que los principios reguladores tienen que ser los 
mismos, sin perjuicio de su adaptación en el ámbito penal, civil o administrativo. Teniendo esto claro, 
las guías que garantizan el actuar en este tema son los siguientes: 
 
- Principio de Legalidad: este es un principio básico, inherente al Estado de 
derecho, que no es un simple presupuesto de la actuación administrativa sino 
que se proyecta en el proceso de formación de los mismos así como en su 
vigencia plena (Santofimio, 1994).  
 
El principio de legalidad, tiene sustento en la Constitución para todo el 
ordenamiento obligando a actuar a todas las autoridades con respeto a la Constitución, la ley y al 
derecho, por lo que se estarían sujetas a la legalidad, que significaría que “el Derecho se convierte 
en parámetro de validez de toda conducta administrativa, activa o pasiva, cualquiera que sea su 
eficacia, directa o indirecta favorable o desfavorable para el interés público o privado" (Luna, 2006).  
 
En ese sentido, García de Enterría (2006) señala que el principio de legalidad 
de la administración es un mecanismo técnico que le atribuye facultades de actuación, en virtud del 
cual, toda acción administrativa se presenta así como ejercicio de un poder atribuido previamente 
por la ley y por ella delimitado y construido. Es decir, sin atribución legal previa, la administración 
no puede actuar simplemente. 
 
Está consagrado por el inciso d) del numeral 24 del artículo 2 de la Constitución: 
«Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté 
previamente calificado por la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni 
sancionado con pena no prevista en la ley» 
 
Desde el punto de vista material, la tipicidad o predeterminación normativa, nos 
establecerá que la conducta infractora debe haber sido tipificada expresamente, delimitada por una 
norma, como una garantía frente a la determinación subjetiva o discrecional de los hechos que 





- Principio de debido procedimiento: Conforme el ordenamiento jurídico 
peruano, el debido proceso obra en el inciso 3 del Art. 139° de la  Constitución, 
como una garantía del ciudadano al interior de un proceso judicial. No 
obstante se ha ido configurando al debido proceso como un verdadero derecho 
fundamental.  
 
Así, la Corte Interamericana de Derechos Humanos lo ha establecido, “(...) 
cualquier órgano del Estado que ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional, el cual 
tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso legal, en los 
términos del art. 8° de la Convención Americana” y  la doctrina jurisprudencial del TC está 
consolidada en tanto sostiene que el debido proceso está concebido como el cumplimiento de todas 
las garantías, requisitos y normas de orden público que deben observarse en las instancias procesales 
de todos los procedimientos, a fin de que las personas estén en condiciones de defender 
adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos (Cresci, 2007). 
 
En ese sentido autores como Bustamante (2001) señala que el debido proceso 
contiene en sí mismo una exigencia fundamental: que en tanto y en cuanto el individuo se encuentre 
en una situación en la que deba esperar un fallo; tanto el inicio del proceso o procedimiento, así como 
su desarrollo y la decisión que se adopte responda a parámetros que concreticen el valor justicia. 
 
Tanto en la doctrina como en la jurisprudencia se ha identificado que el debido 
proceso puede ser sustantivo y adjetivo. El primero, comprende el control que debe realizarse para 
proteger los derechos fundamentales contra leyes contrarias a la Constitución y la necesidad de que 
las sentencias sean razonables con los derechos fundamentales, de ahí que la emisión de una sentencia 
debe ser ajustada a derecho, como valor necesario para obtener la resolución de los conflictos y la 
paz social (Guzmán, 2001). 
 
En la Casación N° 1154-2002-AREQUIPA se puede encontrar una referencia 
al debido proceso: “la función del debido proceso es asegurar los derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución, dando a toda persona la posibilidad de recurrir a la justicia para 
obtener la tutela jurisdiccional de los derechos individuales, a través de un procedimiento legal en el 
que se dé la oportunidad razonable y suficiente de ser oído, de ejercer el derecho de defensa, de 
producir prueba y de obtener una sentencia que decida la causa dentro de una plazo preestablecido 
en la ley procesal”. 
 
Adjetivamente, el debido proceso alude a las garantías procesales que aseguran 
la defensa de los derechos fundamentales mediante una resolución judicial o administrativa 
formalmente dispuesta (Guzmán, 2001) y que como Del Pozo (2005) señala, permita identificar una 
actuación del poder correcta en todas las etapas del proceso o procedimiento de que se trate.  
 
- Principio de razonabilidad: Este principio puede ser concebido como “regla 
particularizada para las decisiones de gravamen sobre los administrados, ya 
que se entiende que estas medidas convergen en afectaciones admitidas 
sobre los derechos y bienes de los administrados” (Morón, 2002). Por lo que 
por él, debe de adecuarse la sanción a imponerse a la conducta realizada y a 
las circunstancias (mayor o menor intencionalidad, perjuicios causados, 
reiteración, etc.) en que se produjo dicha actuación, de manera necesaria 










B. La sentencia judicial 
 
B.1. Concepto y partes de la sentencia 
 
Cabanellas (2003) sostuvo que “la palabra sentencia procede del 
latín sentiendo, que equivale asientiendo; por expresar la sentencia lo que se siente u opina quien la 
dicta. Por ella se entiende la decisión que legítimamente dicta el juez competente, juzgando de 
acuerdo con su opinión y según la ley o la norma aplicable”. 
 
Si bien la sentencia no es la única forma de finalizar el proceso se puede 
sostener que es el modo normal de extinguir la relación procesal, mediante la aplicación razonada 
que el Juez efectúa de la norma al caso concreto. 
A través de la jurisprudencia ha habido pronunciamientos que aluden a 
ella como la Casación 2786-99-LIMA que estableció que: “El juez en la sentencia, que es la forma 
como se exterioriza la decisión jurisdiccional, debe proceder a la reconstrucción de los hechos, con 
cuyo propósito actúa como lo haría un historiador, analiza las declaraciones, examina los 
documentos, aprecia las pericias, establece presunciones, utiliza los estándares jurídicos, aplicando 
para ello su apreciación razonada, o como también se llama las reglas de la sana critica, a fin de 
comprobar la existencia o inexistencia de los hechos alegados por la parte actora y la demanda. 
(…)Que, en esa labor, el Juez está sujeto a dos restricciones, sólo puede tomar en cuenta los hechos 
alegados por las partes, aún (sic) cuando él pudiera tener otro conocimiento  y sólo puede referirse a 
la prueba actuada, sea por iniciativa de las partes o de oficio”.  
 
Así mismo, mediante Casación N° 2722-00-Arequipa, se sostuvo 
que: “(…) la Tutela Jurisdiccional efectiva no puede materializarse sino a través de un proceso que, 
legalmente, debe ser debido y en donde se concluya resolviendo una controversia jurídica con la 
expedición de una sentencia o de un auto que pone fin al proceso (…)”. Además, la Casación N° 
2978-2001-LIMA indicó que  “la sentencia exterioriza una decisión jurisdiccional del Estado, consta 
en un instrumento público, y  es la materialización de la tutela jurisdiccional que llena su función al 
consagrar un derecho mediante una declaración afirmada de que la relación sustancial discutida se 
encuentra en los presupuestos legales abstractos, y como consecuencia de lo cual, se establece, en la 
sentencia una norma concreta para las partes, de obligatorio cumplimiento”. 
 
Las sentencias pueden ser declarativas, constitutivas o de condena, las 
que a continuación se detallan: 
 
- Sentencias declarativas: Son aquellas en las que se produce “(…) la 
declaración de una preexistencia de la voluntad de la ley (la voluntad 
de que se produzca un cambio jurídico); es, por tanto, idéntica en 
esto a las obras (sic) sentencias (de condena y de declaración), y no 
tiene nada de excepcional. Pero en cuanto la ley se refiere o 
condiciona el cambio futuro a la declaración misma, esta es el hecho 
jurídico que causa aquel efecto jurídico por virtud de la ley. No ya 
que el cambio jurídico sea producido por la voluntad del juez; la 
voluntad del juez, aún en este caso, no pretende sino formular la 
voluntad de la ley” (Chiovenda, 1954). Lo que ocurre es que 
efectuada la constatación se establece la existencia o no de un 
derecho, y no se condena ni absuelve a nadie. 
- Sentencias constitutivas: es aquella sobre “la que recae la acción 
constitutiva interpuesta, a fin de crear, modificar o extinguir una 
relación jurídica, sin limitarse a la declaración de derecho y sin 
obligar a una prestación; tales son las dictadas en juicios de divorcio, 
de reconocimiento de filiación, de separación de cuerpos (…)” 
(Cabanellas, 2003). Con su dación se configura una situación 





- Sentencias de condena: Son aquellas sentencias en las que se impone 
una situación jurídica al demandado, es decir, una obligación. Así, 
Devis Echandia (1984), sostiene que “toda sentencia de condena 
sirve de título ejecutivo, pues no se concibe una que imponga la 
prestación de sanción sin que pueda hacerse cumplir. La ejecución 
es resultado necesario del incumplimiento de la prestación impuesta 
en la condena”.  
 
En cuanto a las partes de la sentencia, se quiere traer a colación lo que 
Gozaini (1996) quien señaló que “(…) se integra con estas tres parcelas: Los resultandos, resumen de 
la exposición de los hechos en conflicto y los sujetos de cada pretensión y resistencia. Aquí, debe 
quedar bien delineado el contorno del objeto y causa, así como el tipo y alcance de la posición 
deducida. Los considerandos, son la esencia misma de este acto. La motivación debe trasuntar una 
valuación objetiva de los hechos, y una correcta aplicación del derecho. En este quehacer basta que 
medie un análisis integral de las alegaciones y pruebas conducentes, sin que sea necesario referirse 
en detalle, a cada uno de los elementos evaluados, sino que simplemente se impone la selección de 
aquellos que pueden ser más eficaces para formar la convicción judicial. El sometimiento del fallo a 
los puntos propuestos por las partes, no limita la calificación jurídica en virtud del principio iura 
novit curia, ni cancela la posibilidad de establecer deducciones propias basadas en presunciones o en 
la misma conducta de las partes en el proceso”. 
 
Conforme ya se conoce, la sentencia consta de una estructura de tres 
partes: 
 
- Parte expositiva: es el preámbulo de toda sentencia y en ella se 
consigna todo lo que resulta de los autos, en un resumen que el juez 
efectúa de la demanda y su contestación, y de todo trámite del 
expediente hasta el llamamiento de autos, detallando claramente la 
designación de las partes, el objeto del litigio, versión de los hechos 
presentados por aquellas, la pretensión. 
- Parte considerativa: denominada considerandos, que será la parte en 
la que se encuentra la motivación con la que el Juez sustenta su 
decisión y que implica el examen de los medios de prueba ofrecidos 
y la determinación de la norma aplicable. 
- Parte resolutiva: aquí se muestra el convencimiento del Juez como 
resultado del análisis hecho, al caso sub Litis. 
 
B.2 El principio de congruencia procesal en la sentencia 
 
Dado un proceso judicial, el Juez no está obligado a seguir a las partes 
en sus planteamientos jurídicos por lo que si estos están errados puede apartarse de ellos, en aplicación 
del iura novit curia porque el objeto de decisión del Juez es el petitorio y no las razones que ellos 
expongan. Sin embargo, el Juez debe de subsumir rectamente los hechos dentro de la norma. 
  
Un juez debe ser prudente y por ello "no puede ir más allá del petitorio 
ni fundando su decisión en hechos diversos de los que han sido alegados por las partes", en aplicación 
del principio de congruencia, porque lo contrario vulnerraía el derecho de defensa de las partes ya 
que éstas arman la estrategia a seguir en juicio en base a los hechos que relatan.   
 
La congruencia exige que medie identidad entre la materia, partes y 
hechos de una litis y lo resuelto por la decisión jurisdiccional que la dirima (Ledesma, 2008). Así, el 
juez al dictar su sentencia debe respetar lo pedido por las partes y no ir más alla de ello. Tiene que 
existir congruencia entre lo pretendido y lo que declara el juez en su fallo ya que si su 
pronunciamiento va más allá de lo pedido, incurrirá en incongruencia ultra petita, si se pronuncia 




pronunciarse sobre alguna pretensión solicitada estamos ante la sentencia citra petita (Ledesma, 
2008). 
 
En cuanto a los aspectos que comprende la congruencia en el proceso civil, 
Reicer (Peyrano, 1978), señala los siguientes: a) resolución de todas las pretensiones deducidas, es decir, 
prohibición de omitir la decisión de una pretensión oportunamente deducida; b) resolución nada más 
que de las pretensiones ejercitadas, o sea, prohibición de resolver pretensiones no ejercitadas o alterar 
o exceder las deducidas; y c) aplicación de las reglas precedentes a las cuestiones introducidas al debate 
por el demandado, o sea, resolución de todas las cuestiones planteadas por el mismo y nada más que 
ellas  
 
B.3 El principio de motivación en la sentencia 
 
Ocurrido un conflicto de intereses, las partes buscarán su pronta solución, la que 
no puede ser dada de cualquier manera pues en ella se debe expresar claramente sus razones. “En 
dicho escenario, la existencia de una relación entre la motivación, la ideología y la capacidad de 
argumentación siempre va a representar tareas personalizadas para el tipo de Estado en el que se 
forman los jueces  y con el cual avanzan en su labor de agentes de la justicia” (Figueroa, 2014) 
 
Si bien es una tarea personalizada, quien decida debe efectuarla de manera 
debida, ya que el no hacerlo podría afectar el derecho de los que han solicitado la tutela. En ese orden 
de ideas, se nos reconoce el derecho a la motivación de las resoluciones judiciales, el que obra  en el 
inciso 5 del  artículo 139 de la Constitución peruana y es una de las garantías que forman parte del 
contenido del derecho al debido proceso. Así el Tribunal Constitucional (TC) ha señalado que toda 
resolución que emita una instancia jurisdiccional y toda entidad que resuelva conflictos, debe estar 
debidamente motivada, es decir, debe contar con las razones para emitir su decisión. 
 
Zavaleta (2006)  sostiene que “la motivación de las resoluciones judiciales 
constituye el conjunto de razonamientos de hecho y de derecho realizados por el juzgador, en los 
cuales apoya su decisión. Motivar, en el plano procesal, consiste en fundamentar, exponer los 
argumentos fácticos y jurídicos que sustentan la decisión. No equivale a la mera explicación o 
expresión de las causas del fallo, sino a su justificación razonada, es decir, a poner de manifiesto las 
razones o argumentos que hacen jurídicamente aceptable la decisión”. 
 
El Tribunal Constitucional, en la sentencia que emitió en el expediente N° 3943-
2006-PA/TC, definió la debida motivación señalando que: “El derecho a la debida motivación de las 
resoluciones judiciales es una garantía del justiciable frente a la arbitrariedad judicial y garantiza que 
las resoluciones judiciales no se encuentren justificadas en el mero capricho de los magistrados, sino 
en datos objetivos que proporciona el ordenamiento jurídico o los que se deriven del caso”. 
 
Las decisiones que tome el Juez como correspondencia del derecho a la debida 
motivación que tenemos todos los justiciables va a responder a toda “la carga argumentativa que 
asume el juez al momento de explicar las razones que le llevaron a generarse convicción sobre la 
postura de alguna de las partes”, por tanto en ello encontramos lo que a él lo convenció y con lo que 
le pone fin al proceso pero, esto debe ser lo correcto ante una eventual revisión de su fallo. 
 
Este derecho tiene un sentido positivo y negativo. Por el primero, “se busca 
definirla como un límite a los árbitros como reflejo de la exigencia constitucional la cual deben 
obedecer como deber fundamental. Por el lado positivo, es la garantía que poseen las partes de un 
proceso al momento de entender las razones por las cuales se estimó o desestimo su pretensión” 
(Taboada, 2017). 
 
En este orden de ideas, Taboada (2017) sostiene que “el juez no debe convencer 
a las partes sino debe buscar que su decisión tenga una fundamentación sólida y basada en criterios 
objetivos que no puedan objetar la imparcialidad de su decisión. En el ámbito arbitral, esto debe ser 




diferente al proceso civil, también tiene reglas y principios que deben ser cumplidos y no pueden ser 
dejados de lado”. 
 
El derecho a la debida motivación posee un contenido, el mismo que ha sido 
referido por el TC en la Sentencia del expediente N° 04295-2007-PHC/TC, en su quinto fundamento, 
de la siguiente manera: 
 
a) Inexistencia de motivación o motivación aparente.  
b) Falta de motivación interna del razonamiento, que se presenta en una doble 
dimensión; por un lado, cuando existe invalidez de una inferencia a partir de 
las premisas que establece previamente el Juez en su decisión; y, por otro, 
cuando existe incoherencia narrativa, que a la postre se presenta como un 
discurso absolutamente confuso incapaz de transmitir, de modo consistente, 
las razones en las que se apoya la decisión. Se trata, en ambos casos, de 
identificar el ámbito constitucional de la debida motivación mediante el 
control de los argumentos utilizados en la decisión asumida por el juez o 
tribunal, ya sea desde la perspectiva de su corrección lógica o desde su 
coherencia narrativa.   
c) Deficiencias en la motivación externa; justificación de las premisas; que se 
presenta cuando las premisas de las que parte el Juez no han sido 
confrontadas o analizadas respecto de su validez fáctica o jurídica.   
d) La motivación insuficiente, referida básicamente al mínimo de motivación 
exigible atendiendo a las razones de hecho o de derecho indispensables para 
asumir que la decisión está debidamente motivada. Si bien, como lo ha 
establecido este Tribunal en la sentencia recaída en el Exp. N.º 1291-2000-
AA/TC, no se trata de dar respuestas a cada una de las pretensiones 
planteadas, la insuficiencia, vista aquí en términos generales, sólo resultará 
relevante desde una perspectiva constitucional si es que la ausencia de 
argumentos o la “insuficiencia” de fundamentos resulta manifiesta a la luz 
de lo que en sustancia se está decidiendo.   
e) La motivación sustancialmente incongruente.  El derecho a la tutela judicial 
efectiva y, en concreto, el derecho a la debida motivación de las sentencias, 
obliga a los órganos judiciales a resolver las pretensiones de las partes de 
manera congruente con los términos en que vengan planteadas, sin cometer, 
por lo tanto, desviaciones que supongan modificación o alteración del debate 
procesal (incongruencia activa). Desde luego, no cualquier nivel en que se 
produzca tal incumplimiento genera de inmediato la posibilidad de su 
control en sede constitucional. El incumplimiento total de dicha obligación, 
es decir, el dejar incontestadas las pretensiones, o el desviar la decisión del 
marco del debate judicial generando indefensión, constituye vulneración del 
derecho a la tutela judicial y también del derecho a la motivación de la 
sentencia (incongruencia omisiva). 
 
Zavaleta (2006) refiere que “el deber de motivar las resoluciones judiciales 
constituye una garantía contra la arbitrariedad, pues le suministra a las partes la constancia de que 
sus pretensiones u oposiciones han sido examinadas racional y razonablemente, y sirve también para 
que el público en su conjunto vigile si los jueces utilizan en forma abusiva o arbitraria el poder que 
les ha sido confiado. Tras este control de la motivación radica una razón ulterior, consistente en el 
hecho que, si bien lo justiciable es inter partes, la decisión que recae en torno a la litis y adquiere la 
autoridad de la cosa juzgada, se proyecta a todos los ciudadanos. Por lo que, afirma que nuestra 
judicatura ha señalado como fines de la motivación a los siguientes: 
 
a) Que, el juzgador ponga de manifiesto las razones de su decisión, por el 






b) Que, se pueda comprobar que la decisión judicial adoptada responde a una 
determinada interpretación y aplicación del Derecho; 
c) Que, las partes tengan la información necesaria para recurrir, en su caso, la 
decisión; y, 
d) Que los Tribunales de Revisión tengan la información necesaria para vigilar 
la correcta interpretación y aplicación del Derecho”. 
 
Por tanto, el Juez al resolver, aunque no le guste a nadie su decisión, de lo único que ha de 
preocuparse es de hacer correctamente su trabajo, el administrar justicia en el caso concreto, pues 
sus decisiones deberán ser tomadas, eligiendo la norma jurídica pertinente con la entelequia que le 
corresponde al calificar los hechos, otro camino, sería perjudicial. 
 
 
B.4 La facultad del juez para aplicar sanciones en sentencia 
 
Como sabemos, la conducta de los individuos se puede traducir en actos 
unilaterales o bilaterales que una vez ejecutados producen una variación en el mundo exterior que 
puede ser favorable  o no a su interés así como no tan favorable al interés de otros. 
  
Así cuando la alteración significa la violación de un deber moral o jurídico, que 
menoscaba el interés ajeno se produce en el sujeto pasivo del acto una reacción desfavorable que se 
traduce en una insatisfacción que hará que quien alteró deba responder por la lesión del otro. 
 
Bustamante (1997) sostiene que “La moral y el derecho señalan cual es la 
respuesta que puede pretender el ofendido. Esta respuesta fijada por la norma moral y por el derecho, 
a veces constituye la sanción adecuada para ese proceder. El autor debe responder entonces de su 
acto lesivo cumpliendo la sanción que le viene impuesta consecuentemente” 
 
En este sentido, las sanciones creadas por el sistema jurídico no son efecto 
primario de las normas jurídicas, sino uno secundario que se imponen en caso de que la estructura 
de derechos falle pues la conducta no se ajusta a la previsión normativa. 
 
Estas sanciones pueden consistir en reponer las cosas a su estado anterior, con 
lo estaríamos ante un resarcimiento para reparar pero no sólo existen ese tipo de sanciones que 
vuelven las cosas al estado anterior a la lesión sino que también están aquellas que se imponen con 
la finalidad que los hechos dañosos no se repitan, infligiendo un mal al autor del mal, que se 
denominan represivas. Estas últimas exclusivas del Derecho penal, en las cuales se pueden dar 
restricciones a la libertad ambulatoria. 
 
Peña Cabrera (2007) señala que “el papel del Derecho, radica precisamente que 
estas restricciones, sin duda necesarias en determinadas ocasiones, responden siempre e 
inexcusablemente, a principios de justicia, seguridad y certeza de proporcionalidad, desterrando toda 
arbitrariedad y ligereza. En tal virtud, la legitimación de las medidas de coerción se somete al marco 
jurídica-constitucional y a la normatividad internacional sobre la materia, por ende, su adopción en 
el proceso penal sólo puede resultar como consecuencia de un proceso intelección judicial y en la 
medida de lo estrictamente necesario”. 
 
Por la problemática de la investigación realizada, la sanción que interesa es la 
civil, ámbito en el cual resalta la sanción resarcitoria aunque no es la única. Así la sanción será 
resarcitoria en la nulidad del acto jurídico o en el caso de comisión de daños patrimoniales, y es 
además pecuniaria cuando consiste en una suma de dinero, o apreciable en dinero cuando se abona 
in natura, pero no es la única sanción pecuniaria que conoce el derecho civil. Podemos citar también 
dentro de esa categoría a los intereses punitorios, intereses sancionatorios, la cláusula penal 
moratoria, arras penitenciales pero, la sanción será represiva cuando consiste en la pérdida o 
suspensión de la patria potestad impuesta al padre que no cumple con sus deberes impuestos por las 




cónyuge culpable del Divorcio por no cumplir los deberes de asistencia, fidelidad y cohabitación que 
nacen del matrimonio.  
 
Dentro de las sanciones civiles está la indemnización por daños y perjuicios, 
que es justamente la discutida en esta investigación. Al tratarse de este tipo de sanción el Juez sin 
perder su óptica deberá percatarse que exista responsabilidad civil porque están presentes sus 
elementos, el hecho ilícito, el daño causado, la relación de causalidad y el factor de atribución. 
Además, el Juez debe ser diligente respecto de quien reclama, pues debe encontrar la legitimidad de 
esta persona, aunque quien mejor para que el que la solicite sea el dañado. 
 
Así mismo, el Juez debe de corroborar lo pedido, por tanto no basta que quien 
resulte lesionado en su derecho reclame sino que debe de suministrar la prueba suficiente para que 
el Juez pueda decidir y lo hará de manera objetiva porque debe estar libre de subjetividades. 
 
2.2.2. La indemnización por daños y perjuicios por responsabilidad extra 
contractual 
 
- Alcances sobre la responsabilidad civil 
 
Taboada (2000) señala que responsabilidad etimológicamente proviene de la 
palabra latín respondêre, que es un término antiguo del movimiento inverso de spondêre, cuya raíz 
lleva en sí la idea de rito, de solemnidad y, con ello, el de la formación de un determinado equilibrio, 
de un determinado orden, por lo que presupone la ruptura de tal equilibrio y la correspondiente 
reparación de esa ruptura. En ese orden de ideas aparece  el juicio de responsabilidad, mediante el 
cual el costo de un daño se transfiere del sujeto, que históricamente lo ha sufrido, a otro sujeto, a 
través de la imputación al segundo de una obligación, la cual tiene como contenido el resarcimiento 
del daño (Taboada, 2000) 
 
Gastón Fernández (1991) define la responsabilidad civil como el conjunto de 
consecuencias jurídicas al que quedan sometidos los sujetos, en cuanto hayan asumido una 
obligación. 
 
Respecto de la disciplina de la responsabilidad civil lo fundamental es la 
indemnización de los daños ocasionados en la vida de relación a los particulares, bien se trate de 
daños producidos por el incumplimiento de una obligación voluntaria, principalmente contractual, o 
bien de daños que sean el resultado de una conducta, que no provenga de vínculo obligacional alguno. 
Cuando el daño es consecuencia del incumplimiento de una obligación voluntaria, se habla en 
términos doctrinarios, de responsabilidad civil contractual, y dentro de la terminología del Código 
Civil peruano de responsabilidad derivada de la inejecución de obligaciones. Por el contrario, cuando 
el daño se produce sin que exista ninguna relación jurídica previa entre las partes, o incluso existiendo 
ella, el daño es consecuencia, no del incumplimiento de una obligación voluntaria, sino simplemente 
del deber jurídico genérico de no causar daño a otro, entonces nos encontramos en el ámbito de la 
denominada responsabilidad civil extracontractual (Taboada, 2000).  
 
Por tanto, la responsabilidad civil extracontractual es consecuencia entonces del 
incumplimiento de un deber jurídico genérico, mientras que la responsabilidad civil obligacional o 
contractual es producto del incumplimiento de un deber jurídico específico denominado relación 
jurídica obligacional.  
 
- Elementos o requisitos de la responsabilidad civil 
 
Siguiendo al jurista Taboada (2000) los requisitos comunes de la 
responsabilidad civil contractual y extracontractual son la antijuricidad, el daño causado, la relación 





- La antijuricidad: se hace referencia a este elemento cuando una conducta 
contraviene una norma prohibitiva, y cuando la conducta viola a todo el 
sistema jurídico, afectando por ello los valores o principios en los que se ha 
basado su construcción. Esto ha llevado a la doctrina a señalar que en el 
ámbito de la responsabilidad civil existen conductas típicas y atípicas, así  la 
tipicidad en materia de conductas indica que estarán previstas en abstracto, 
en supuestos de hecho normativos y atípicas porque no están reguladas en 
esquemas legales, y su realización viola o contraviene el ordenamiento 
jurídico.  
 
Pero, la atipicidad se apreciará en el ámbito de la responsabilidad 
extracontractual mas no en el contractual, pues ella resulta del incumplimiento total de una 
obligación, cumplimiento parcial, cumplimiento defectuoso, o cumplimiento tardío o moroso.  
 
- El daño causado: es el elemento fundamental, aunque no único, de la 
responsabilidad civil contractual y extracontractual, puesto que se entiende 
que en su ausencia no hay nada que reparar o indemnizar y por ende no hay 
ningún problema de responsabilidad civil. El daño en sentido amplio, es la 
lesión a todo derecho subjetivo, entendido como interés jurídicamente 
protegido del individuo en su vida de relación.  Así, el daño es todo 
menoscabo a los intereses de los individuos en su vida de relación social que 
el Derecho ha considerado merecedores de la tutela legal (Taboada, 2000).  
 
Doctrinalmente el daño tiene dos categorías: 
 
a) Daño patrimonial: en el que se encuentran el daño emergente y el lucro 
cesante: 
 Daño emergente: que es la pérdida patrimonial efectivamente sufrida. 
 Lucro cesante: que es la ganancia frustrada o dejada de percibir.  
 
b) Daño extrapatrimonial: en donde encontramos al daño moral y el daño a la 
persona: 
 Daño moral  
 Daño a la persona: Existe en la doctrina moderna una tendencia cada vez 
más fuerte a hablar únicamente del daño a la persona, dado lo gaseoso y 
relativo del concepto del daño moral.  
 
Ambas categorías del daño están referidas tanto a la responsabilidad civil 
contractual como extracontractual, pero tienen distinto matiz según la regulación dada por el Código 
Civil. Así, en lo que respecta al campo extracontractual, el artículo 1985 del Código Civil ha 
consagrado legalmente el criterio de reparación integral de los daños, a diferencia del ámbito 
contractual, en el cual el artículo 1321 del mismo cuerpo legal, establece que sólo se reparan o 
indemnizan únicamente los daños directos.  
 
- La relación de causalidad: Taboada (2000) ha precisado que, si no existe una 
relación jurídica de causa a efecto entre la conducta típica o atípica y el daño 
producido a la víctima, no habrá responsabilidad de ninguna clase.  
 
Agrega Taboada (2000) que existen las figuras de la concausa y la fractura 
causal, que se presentan cuando dos conductas o acontecimientos contribuyen a la producción del 
daño, o cuando existe un conflicto de causas o conductas, una de las cuales llega a producir 
efectivamente el daño, haciendo imposible que la otra hubiera llegado a producirlo. Por esta razón, 
a la conducta que sí ha producido el daño efectivamente, fracturando el eventual nexo de causalidad 
de la otra conducta, se le llama justamente fractura causal, como el caso fortuito, la fuerza mayor, el 





- Los factores de atribución:  
 
Son aquellos que finalmente determinan la existencia de la responsabilidad civil, una vez 
que se presentan, la antijuricidad, el daño producido y la relación de causalidad.  
 
Para Juan Espinoza (2013) el factor de atribución es el fundamento del deber de 
organizar. Así existen factores de atribución subjetivos como son la culpa y el dolo, y factores de 
atribución objetivos como lo es realizar actividades o ser titular de determinadas situaciones jurídicas 
que el ordenamiento jurídico considera prescindiendo del criterio de culpa. 
 
C.1. Los factores de atribución subjetivos: Son la culpa y el dolo 
 
La culpa: Mosset (1982) establece que la culpa consiste “en la omisión de la 
diligencia exigible al agente; en la conducta contraria al deber de prevenir las consecuencias 
previsibles del hecho propio; la impericia, negligencia o imprudencia, que impide conducirse de 
acuerdo con el deber de respetar las disposiciones jurídicas”. Por su parte Espinoza (2013), sostiene 
que podría ser entendida como la creación de un riesgo injustificado que para evaluarlo se le 
confronta con la utilidad social de la actividad a la cual éste se refiere, teniendo en cuenta el costo de 
la remoción de éste: cuando más grandes son la utilidad social y el costo de remoción, tanto más 
grande es el riesgo justificado.  
 
Lo que sí hay que apuntar es que la culpa lleva consigo una ruptura con lo 
debido, o como sostiene Trigo y López (2004) lleva implícito un defecto de conducta, que se funda 
en el hecho que el sujeto debía de hacer algo distinto de lo que efectivamente hizo y por ello le es 
exigible el daño que causare.  
 
Cabe acotar que existirá mayor responsabilidad por las consecuencias de un 
hecho cuanto mayor fuere el deber de prudencia que el agente deba emplear en sus actuaciones. 
Dentro de las clasificaciones de la culpa, ésta puede ser objetiva, subjetiva, grave, leve, levísima, las 
que a continuación son definidas por Espinoza (20113) como: 
 
- Culpa Objetiva: es la que se configura por violación de las leyes. Se le llama 
culpa in abstracto, la cual se opone a la culpa in concreto o subjetiva. De ella 
lo que se aprecia es lo que habría hecho otra persona en las mismas 
circunstancias, proceder por comparación con la conducta de un tipo 
abstracto. 
- Culpa Subjetiva: es aquella que se basa en las características personales del 
agente. En este tipo de culpa se tiende, generalmente, por ejemplo a atribuir 
relieve a las cualidades físicas del agente; así el comportamiento del sujeto 
será evaluado con referencia al que se exige a una persona razonablemente 
prudente que sufra la misma disminución. Un ejemplo de ello lo 
encontramos en el artículo 1314 del Código Civil que hace referencia a la 
diligencia ordinaria requerida. También se le llama culpa in concreto. 
- Culpa Omisiva: Juan Espinoza (2013) indica que a efectos de 
responsabilizar a una persona por una omisión, previamente debe existir la 
norma que lo obligue a actuar de una manera determinada, así, de incumplir 
la misma, se genera la omisión culposa. Al respecto, se observa que el 
comportamiento del buen samaritano no integra, como es conocido, un 
parámetro de evaluación jurídicamente atendible. Frente a ello, se puede 
prever que una progresiva afirmación del principio de solidaridad puede 
conducir a ampliar los derechos de acción, pero nunca a afirmar un deber 
general de cooperación y de intervención.  
- Culpa Grave: es el no uso de la diligencia que es propia de la absoluta 
mayoría de los hombres, es decir, quien ha tenido una conducta tal que no 
ha hecho lo que todos los hombres hacen comúnmente. El artículo 1319 del 




de culpa grave) a la negligencia grave. 
- Culpa Leve: es el no uso de la diligencia propia de las personas de capacidad 
media. El artículo 1320 del Código Civil la define como la omisión de 
aquella diligencia ordinaria exigida por la naturaleza de la obligación y que 
corresponda a las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar. 
- Culpa Levísima: es cuando no se usa la diligencia propia de las personas 
excepcionalmente prudentes y cautas. Este supuesto no está regulado en el 
Código Civil. Sin embargo, este grado de la culpa ha sido fuertemente 
criticado por su dudosa validez en el plano de la lógica y la realidad jurídica.  
 
 
Dolo: Para Espinoza (2013) la noción de dolo coincide “con la voluntad del 
sujeto de causar daño”, por lo que se concluye que el agente va a actuar a sabiendas y con la intención 
de causar daño. Así se tienen:  
 
- Dolo directo: se le denomina así porque aquí el sujeto actúa para provocar el 
daño. Observa Espinoza (2013) que “es opinión generalmente compartida que 
el dolo, relevante a los efectos de la responsabilidad extra-contractual, se 
identifica con la noción penal del dolo genérico, que prescinde de elementos 
específicos de intencionalidad o fraude, resolviéndose en la voluntad de 
ocasionar el daño”.    
- Dolo eventual: no se actúa para dañar, sino que “el sujeto obra aunque se 
represente la posibilidad de un resultado dañoso, que no descarta; como 
cuando para ganar una carrera automovilística continúa su marcha a pesar de 
hallar en su camino a una persona que puede herir con su vehículo, y afronta 
el riesgo de así hacerlo. Adviértase que aquí no hay dolo directo, toda vez que 
el sujeto no se representa el daño y actúa para producirlo, sino que en la 
alternativa que le plantea continuar su acción con la eventualidad de producir 
el daño, y desistir de ella para descartarlo, continúa el acto” (Espinoza, 2013)  
 
C.2. Los factores de atribución objetivos:  
 
Dentro de estos factores se tiene a la obligación de garantía y seguridad, el 
riesgo, la equidad y el ejercicio abusivo de los derechos, que serán tratados 
a continuación: 
 
- Obligación de garantía y seguridad: Peralta sostiene que este elemento 
responde a la teoría de Starck, por el cual “el derecho a la reparación de la 
víctima no puede depender de una manera general de la apreciación del 
comportamiento del autor del daño. Él propone la idea de que cada persona 
tiene derecho respecto de su vida y de su integridad personal, así como 
respecto de la integridad material de los bienes que él tiene asignados, y 
más generalmente a su seguridad material y moral. El ataque generado a 
alguno de tales derechos genera en principio un derecho a la reparación, 
independientemente de otra consideración”. 
 
Aquí la garantía se traduce en la seguridad de que, ante la ocurrencia de 
daños graves, el garante afrontará el respectivo resarcimiento, sin tener en 
cuenta la conducta del agente (Trigo y López, 2004) 
 
- El riego creado: Mosset (1982), sostiene que este factor  trata de descubrir 
cómo se origina el riesgo e identificar quién lo conoce y domina, pues será 
esta persona la responsable del daño causado. Se trata aquí de riesgos que 
no se pueden dominar pero que imponen la obligación de resarcir los 
daños, por lo que si alguien realiza una actividad riesgosa, soportará los 





- La equidad: Es un factor de atribución por el cual se va a disponer del 
resarcimiento ante daños que han sido ocasionados son mediar culpa del 
autor. 
 
- Ejercicio abusivo de los derechos: Bustamante (1997) sostiene que será 
responsable “aquel que en el ejercicio de su derecho se desvía de los fines 
que tuvo en mira el legislador al reconocerlo, y que al hacerlo causa un 
perjuicio a otro” o también “cuando se ataquen principios de moral y 
buenas costumbres o se excedan los límites de la buena fe que debe imperar 
en las relaciones jurídicas”. En la misma línea Valencia  (1986) señaló que 
la responsabilidad que se desprende del abuso de los derechos es aquella 
“que se acredita cuando el derecho se ha desviado de su contenido, esto es, 
de sus fines individuales y sociales. Tan solo es necesaria la desviación del 
derecho de ese contenido, aunque no pueda imputarse culpa al titular”. 
 
2.2.3. El proceso judicial sobre contravención del niño y del adolescente en el CNA 
 
 
A. Los Procesos de los Niños y Adolescentes en el CNA 
 
A.1.  La razón de ser de los Procesos de los Niños y Adolescentes 
 
Tudares (2000) sostuvo que la especial situación de incapacidad e 
inimputabilidad de los niños y adolescentes determina que el procesamiento judicial, cuente con 
organismos especializados que configuran una administración de justicia específica, determinada no 
solo por el hecho de que, participarán menores de edad, sino que por éste motivo, fundamentalmente, 
se orienta a hacer realidad, en cuanto a la niñez-adolescencia, el principio de la igualdad ante la ley. 
Por tanto, su ratio juris es la condición o estado privilegiado que ostenta la persona que es sujeto de 
su condición jurídica, la que ostenta el ser humano durante los primeros estados cronológicos de su 
existencia, le otorgue una protección jurídica especial tuitiva, por lo que se diseña un complejo 
normativo con diversidad de hipótesis que permiten realmente conocer y considerar sus intereses, 
opiniones y pretensiones cuando se ventilan cuestiones que los afectan. 
 
En ese sentido el CNA con base en la Convención de las Naciones 
Unidas para los Derechos del Niño que influye en todo su articulado, contiene un proceso judicial 
que tiene como principios rectores el interés superior del niño, la opinión del niño así como tratar 
todo proceso como problema humano y mediante el cual, al igual que los adultos, los niños y 
adolescentes podrán participar en un proceso judicial sobre situaciones que los afecten. 
 
Así se prevé la participación de un Fiscal a quien le tocará velar por el 
respeto de los derechos y garantías del niño y del adolescente, y promoverá de oficio y a petición de 
parte las acciones legales pertinentes, también tendrán derecho a una asesoría legal de un abogado 
defensor, y respecto del Juez le otorga amplias facultades que implican que puede adoptar medidas 
para protegerlo lo que no obsta la debida fundamentación de las mismas. 
 
La CIDH en su opinión consultiva OC-17/2002  en lo que respecta al 
proceso judicial de menores ha referido que "Las condiciones en las que participa un niño en un 
proceso no son las mismas en que lo hace un adulto. Si se sostuviera otra cosa se desconocería la 
realidad y se omitiría la adopción de medidas especiales para la protección de los niños, con grave 
perjuicio para estos mismos. Por lo tanto, es indispensable reconocer y respetar las diferencias de 
trato que corresponden a diferencias de situación, entre quienes participan en un procedimiento (...) 
si bien los derechos procesales y sus correlativas garantías son aplicables a todas las personas, en el 
caso de los niños el ejercicio de aquéllos supone, por las condiciones especiales en las que se 
encuentran los menores, la adopción de ciertas medidas específicas con el propósito de que gocen 





Así, la razón de incorporar reglas procesales en un código y según 
Kemelmager (2011) “cobra especial relevancia en aquellos asuntos que involucran a los niños. La 
garantía de su mejor interés impone extremar los recaudos para la protección de sus derechos  de 
manera eficaz, lo que presupone que sea en tiempo oportuno, pues la inconsistencia o dilación de la 
tutela jurisdiccional se traduce inexorablemente en un déficit de operatividad de las normas 
sustanciales”.  
 
A.2 Principios aplicables a dichos procesos 
 
A.2.1 El interés superior del niño 
 
Históricamente el niño siempre estuvo considerado dentro del 
derecho de familia pero es a principios del siglo XX que sus derechos aparecen mencionados en 
forma específica.  
 
Así, en el Derecho Internacional Público la "Declaración de 
Ginebra" aprobada en 1924 por la Sociedad de las Naciones es la primera sobre la materia, luego 
aparece en 1959 la "Declaración de los Derechos del Niño" y recién en 1979 cuando se celebró el 
Año Internacional del Niño que la Comisión de Derecho Internacional, se inició el proceso de 
redacción de las normas de la Convención hasta que en 1989 se aprobó su texto. 
 
El artículo 3° de la Convención de los Derechos del Niño, reza: 
"En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de 
bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una 
consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño". 
 
Rivero (2000) sostiene que el interés del menor es un concepto 
jurídico indeterminado, por medio del cual la ley alude a una realidad sin límites precisos, pero que 
permite que sea precisado en el momento de su aplicación. Y si bien definirlo resulta ser una tarea 
difícil, la Dra. Morán (2005) señala que “constituye una cláusula general y un concepto abstracto e 
indeterminado a ser interpretado por el juzgador en cada caso concreto tomando en cuenta las 
circunstancias personales en que se desarrolla el hijo”. 
 
El niño un ser que opina y tiene sentimientos propios, 
necesidades y, como persona tiene derechos civiles y políticos, a la vez que como beneficiario de 
protecciones especiales. En ese sentido, no pueden subordinarse el interés superior de los niños a 
prácticas que nieguen sus derechos y cualquier referencia a cuál sea el interés del menor de edad 
debe ser una referencia al criterio de la protección integral del niño. 
 
Este principio del “interés superior del niño”, ha sido recogido 
por nuestro Código de los Niños, Niñas y Adolescentes en el artículo IX de su Título Preliminar, por 
el que todas las medidas concernientes a los niños, adoptadas por instituciones públicas o privadas 
de bienestar social, tribunales, autoridades administrativas y órganos legislativos deben tenerlo muy 
en cuenta.  
Pero su concreción no es tarea fácil y de ser atendido no como un 
mero consejo o recomendación sino como una verdadera norma. De ahí que su utilización por parte 
del legislador de un concepto jurídico relativamente indeterminado impone al sujeto obligado a 
aplicarlo a través de un complementario proceso de valoración en el que deberán ser ponderadas 
todas y cada una de las particulares circunstancias concurrentes a fin de conseguir determinar in 
concreto y de una manera efectiva cuál sea el interés del menor en la específica situación que se 
pretende resolver (Bustamante, 2004).  
 
Desde la práctica judicial el Principio del Interés Superior del 
Niño es invocado y aplicado por los operadores de justicia en su mayoría, al momento de decidir o 




Así, dentro de este contexto, Miranda (2006)  sostiene que la calidad de concepto jurídico 
indeterminado e indefinido del principio que deriva de la propia Convención trae problemas de ahí 
que “la decisión sobre lo que en cada caso se ajusta al interés del menor se deja al arbitrio judicial; 
no obstante, el juez no se encuentra ante un concepto vacío, sino que a la luz de la anterior 
conceptuación, el contenido de las resoluciones judiciales debe consistir en asegurar la efectividad 
de los derechos fundamentales de los menores, quienes por sus condiciones de madurez no pueden 
actuar por sí mismos, para ello el juez deberá valorar el conjunto de circunstancias concurrentes, 
entre las que debe mencionarse la propia edad y circunstancias personales del menor (familiares, 
sociales)(…); el interés del menor actuará como criterio rector de la toma de decisiones cuando se 
suscite un conflicto con otros intereses legítimos, especialmente el interés de los progenitores. En 
estos casos, el conflicto deberá resolverse siempre primando el interés del menor” 
 
El Tribunal Constitucional peruano en la Sentencia N° 02132-
2008-PA/TC precisó que “el principio constitucional de protección del interés superior del niño, niña 
y adolescente constituye un contenido constitucional implícito del artículo 4° de la Norma 
Fundamental, en cuanto establece que "La comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al 
adolescente, (...)". 
 
Así mismo en otra decisión el Tribunal Constitucional reconoció 
que: “(...) La tutela permanente que con esta disposición se reconoce tiene una base justa en lo que 
se ha señalado como interés superior del niño y del adolescente, doctrina que se ha admitido en el 
ámbito jurídico como parle del bloque de constitucionalidad del mencionado artículo 4°, a través del 
articulo IX del Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes y, en el espectro 
internacional, gracias al principio 2 de la Declaración de los Derechos del Niño y al artículo 3°, inciso 
1 de la Convención sobre los Derechos del Niño (Sentencia N°06165-2005- HC/TC). 
 
Por tanto, “el principio constitucional de protección del interés 
superior del niño, niña y adolescente presupone que los derechos fundamentales del niño, niña y 
adolescente, y en última instancia su dignidad, tienen fuerza normativa superior no sólo en el 
momento de la producción de normas, sino también en el momento de la interpretación de ellas, 
constituyéndose por tanto en un principio de ineludible materialización para el Estado, la sociedad 
en su conjunto y la propia familia, incluidos claro está el padre, la madre o quien sea el responsable 
de velar por sus derechos fundamentales” (Fundamento 19 de la Sentencia N ° 04058 2012-PA/TC)  
 
A.2.2 El derecho a ser oído y a que su opinión sea tenida en cuenta 
 
En virtud de este principio el niño o adolescente debe ser 
oído/escuchado antes de adoptarse cualquier decisión sobre su tenencia y sobre el régimen de visitas, 
siempre que por su edad y madurez de juicio pueda inferirse que tiene un criterio independiente y 
que su opinión y palabras pueden ser normalmente atendibles. La escucha del menor en una audiencia 
es la expresión del respeto a la personalidad del hijo (Rivero, 2000). 
 
El Artículo 85 del CNA regula la Opinión del menor y en ese 
sentido establece que “el juez especializado debe escuchar la opinión del niño y tomar en cuenta la 
del adolescente” y si bien hay diferencias entre "escuchar" o "tomar en cuenta", en ambos casos el 
juez debe oír y valorar la opinión del menor. Ahora, en cuanto a esta diferencia de valoración tendrá 
como base la edad del menor por lo que, si tiene menos de 12 su opinión será valorada conjuntamente 
con todos los elementos que le permitan al juez discernir con qué progenitor será mejor para el menor 
vivir junto, en cambio, si tiene más de 12 el Juez deberá darle un mayor peso en su toma de decisión 
a la opinión del adolescente, de ahí el término acerca de "tomar en cuenta". 
 
Rivero (2000) refiere que, si bien las manifestaciones del menor 
no son jurídicamente vinculantes para el juzgador, éstas deben manejarse con cuidado, pues pueden 
proporcionar una valiosa información, que hay que saberlas interpretar. En todo caso, el valor de la 
opinión que exponga el niño o adolescente, dependerá de su autenticidad (es decir, que sean 




realizabilidad de sus deseos, frente a idealismos y utopías), y conveniencia para el propio menor, con 
proyección más allá del corto plazo.  
 
En ese orden de ideas, al niño siempre debe escuchársele primero 
antes de adoptar cualquier decisión que le afecte. Pero, el valor que se le otorgue a su dicho dependerá 
de su autenticidad, del criterio independiente que pueda inferirse de su edad y madurez de juicio y, 
de su opinión y palabras como reflejo personal de su deseo normalmente atendible. 
 
El juez debe ser objetivo en la valoración integral que haga de 
los actuados en el proceso: Existió un acuerdo de los magistrados de Familia cuando aprobaron el 
Pleno Jurisdiccional de Familia en 1997, y fijaron los criterios a ser tomados en consideración para 
valorar la declaración del niño y la opinión del adolescente, en procesos de tenencia u otros. Estos 
fueron:  
 
A. La edad (requisito legal);  
B. El grado de madurez (requisito legal); El entorno psicosocial;  
C. El tiempo de permanencia con los padres;  
D. La libertad e influencia de padres y de quienes conforman su entorno;  
E. Razonamiento y valores (consistencia de versiones);  
F. Grado de instrucción; 
G. Estado de salud física y mental;  
H. Medio familiar, estado emocional al momento de la entrevista;  
I. Carácter espontáneo o programado de la declaración.  
 
Por tanto, en atención al interés superior del niño, la manifestación de voluntad del niño, obliga a los 





B. El proceso judicial sobre contravención del niño y del adolescente en el CNA 
 
                                       B.1 Concepto de contravención a los niños y adolescentes y la 
competencia de los Juzgados de Familia 
 
Conforme el artículo 69 del CNA, las contravenciones a los niños y 
adolescentes son aquellas acciones u omisiones que atenten contra el ejercicio de los derechos de los 
niños y adolescentes y pueden dar lugar a trámites administrativos o jurisdiccionales, pudiendo ser 
iniciados a instancia de parte o de oficio. 
 
Al regularse la figura, Torres (s/a) sostuvo que “el Código no estableció 
si la contravención se tramita como una investigación judicial tutelar o como un proceso único, como 
sí lo estableció para otras instituciones del derecho de infancia. El legislador peruano, la habría 
previsto así, para una actuación más dinámica del juez y del fiscal, eventualmente en participación 
conjunta e inmediata, cuando se presentará en la localidad, acciones u omisiones que atenten contra 
el ejercicio de los derechos de los niños y adolescentes”.  
 
Mediante Pleno distrital de Familia, celebrado en el Distrito de 
Independencia – Lima el 22 de julio de 2011, los magistrados de esta corte superior de justicia de Lima 
Norte determinaron por unanimidad respecto de las características, contenido, trámite y naturaleza de 
los procesos de contravención, que: 
 
a) El artículo 69 del CNA define la contravención como toda acción u 
omisión que atenta contra el ejercicio de los derechos de los niños y 




b) Que este proceso se inicia mediante una demanda, que se tramita bajo 
las reglas del proceso único establecidas en el CNA 
c) La finalidad del proceso de contravención es que se cumpla con 
satisfacer los derechos vulnerados pudiendo imponerse la sanción 
contemplada en el artículo 137 del CNA 
d) Que es competente el Juez Civil. 
 
El artículo 70 del CNA regula la competencia y responsabilidad 
administrativa, del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, de la Defensoría del Niño y 
Adolescente y de los Gobiernos Locales, en el caso de las contravenciones: “vigilar el cumplimiento 
y  aplicar las sanciones administrativas de su competencia cuando se encuentren amenazados o 
vulnerados los derechos de los niños y adolescentes. Los funcionarios responsables serán pasibles de 
multas y quedarán obligados al pago de daños y perjuicios por incumplimiento de estas disposiciones, 
sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar”, en concordancia con lo previsto por el 
artículo 73 del citado Código.  
 
En cuanto a la competencia judicial, el artículo 72, es el que establece 
que “Los jueces especializados están facultados para aplicar sanciones judiciales correspondientes, 
con intervención del representante del Ministerio Público” por lo que en coherencia con el artículo 
137, establece las atribuciones del Juez de Familia, señalando en el literal e): “Aplicar sanciones 
sobre las contravenciones a los derechos del niño y del adolescente. La sanción podrá ser hasta de 
diez Unidades de Referencia Procesal (…)”. 
 
                                              B.2 Los sujetos participantes en el proceso 
 
La norma establece qué es una contravención pero no regula quiénes 
pueden cometerla. Al respecto, cabe señalar que no solo las personas naturales pueden cometer actos 
de contravención a los derechos de los niños y adolescentes, sino también las personas jurídicas pues 
es “responsabilidad de las entidades y/o autoridades públicas garantizar la plena vigencia de los 
derechos del menor de edad con el fi n que éstos logren una adecuada estabilidad emocional y sean 
útiles en las diversas acciones dentro de la sociedad” (Rojas, 2009). 
 
Mediante Casación 3765-2014-LIMA, se declaró improcedente un 
recurso de casación interpuesto por un Fiscal de Familia de Lima, en el que se sostuvo, sin mayor 
argumentación, “y además estas normas son de aplicación únicamente a funcionarios”, en el 
considerando octavo y no en la parte resolutiva de la casación, lo que generaba un desconcierto 
porque sería una interpretación restrictiva contraria a la obligación del Estado de protección de los 
derechos de los niños y adolescentes.  
 
Sin embargo, la Casación N° 1354-2016-LIMA, señaló en su 
fundamento tercero que todo aquel que exponga a un menor de edad y perjudique su libre desarrollo 
y el efectivo ejercicio de sus derechos, debe ser sancionado, pues el Estado otorga protección especial 
a los derechos fundamentales del niño, conforme lo prescribe la Constitución Política del Estado 
(artículo 4), y ha sido reconocida en la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
caso Campos Algodonero vs. México, con estas expresiones: “esta Corte ha establecido que los niños 
y niñas tienen derechos especiales a los que corresponden deberes específicos por parte de la familia, 
la sociedad y El Estado. Además, su condición exige una protección especial que debe ser entendida 
como un derecho adicional y complementario a los demás derechos que la Convención reconoce a 
toda persona”. 
 
Así mismo, la Casación N° 2617-2016, en su fundamento 5.8, redondeó 
la idea y señaló “En consecuencia, los artículos 69, 70, 71, 72, 73 y 137 del Código de los Niños y 
Adolescentes (relacionados a las contravenciones), deben interpretarse bajo la visión del principio 
jurídico garantista del interés superior del niño, por lo que cualquier persona o funcionario público 
puede ser imputado o responsable de la comisión por acción u omisión que atente contra los derechos 





Haciendo ver con esta decisión que cualquiera puede cometer este tipo 
de actos pero es necesario recalcar que la contravención debe ser demostrada fehacientemente, pues 
un proceso sancionador exige que quede acreditada la responsabilidad del agresor de manera plena. 
 
Como todo acto de agresión, evidencia la presencia de una víctima y en 
el caso de estas contravenciones es el menor de edad, el niño y el adolescente, sujeto de la agresión, 
y para estar más claros, vale la pena citar el contenido del artículo I del Título Preliminar, en el que 
se define como niño a todo ser humano desde su concepción hasta cumplir los doce años de edad y 
como adolescente al ser humano desde los doce hasta cumplir los dieciocho años de edad. 
 
Al respecto cabe citar lo acontecido en el Exp. 14293-2013, en el que 
mediante resolución 1 se declaró improcedente una demanda de contravención sosteniendo que los 
agraviados ya habían cumplido 18 años. Se cita esta decisión porque es relevante el proceder de la 
instancia revisora, la 1°Sala de Familia, que declaro nula dicha resolución, y consideró los agraviados 
pues se contaban con 17 años a la fecha de la contravención, con mejor criterio pues lo importante 
era proteger al adolescente del acto de contravención que efectuaron en su contra y establecer la 
responsabilidad del agresor. 
 
 
B.3 La Intervención Fiscal  
 
El artículo 72 del CNA, establece que “Los jueces especializados están 
facultados para aplicar sanciones judiciales correspondientes, con intervención del representante del 
Ministerio Público”.  
 
El Fiscal conoce de estos casos de contravención de Oficio así como 
mediante denuncia de Parte ya sea en forma escrita o verbal. Otra manera de tomar conocimiento es 
cuando se desprende de investigaciones de violencia familiar, infracciones, tutelar, participación en 
declaraciones de violencia sexual así como de acciones de control y vigilancia: visitas. 
 
En cuanto a cómo interviene, a él le tocará calificar la denuncia de 
contravención, dispondrá las diligencias pertinentes para el esclarecimiento de la denuncia, recibirá 
las declaraciones de las partes y/o testimoniales de testigos, ordenará la actuación de pericias o recaba 
resultados de los mismos cuando ya han sido solicitados por una autoridad distinta a la suya. 
 
Además el Fiscal puede efectuar visitas fiscales domiciliarias, o a 
instituciones educativas, solo o a con peritos para evaluaciones correspondientes, realizar otras 
diligencias en aras del esclarecimiento de los hechos, emitir pronunciamiento conforme a ley y lo 
actuado disponiendo el archivo o promoción de la acción judicial correspondiente. 
 
B.4 Alcances de la sentencia en este tipo de procesos 
 
La sentencia es la decisión mediante la cual se otorga solución a la 
controversia y al no ser ajenos a esto los procesos por contravención de menores, necesita de ella, 
para expresar los fundamentos que los resuelven.  
 
En ese sentido, es importante conocer de manera general, los alcances 
que estas decisiones presentan. Para ello, se cita la Casación N° 2617-2016, pues trae a colación de 
la materia una serie de fundamentos importantes en los cuales realza y recalca, los puntos a tener en 
cuenta al momento de decidir en estos casos. 
 
Así, el Fundamento 5.6 de la Casación citada, se estableció que la 
normativa de contravenciones debe ser interpretada a la luz de lo establecido por el artículo II del 




por lo que deben ser plenamente garantizados sus derechos en la decisión judicial, lo que está acorde 
con la doctrina que establece la convención. 
 
Ese mismo fundamento, recalcó que se debe tener en cuenta “que en 
todo proceso el principio del interés superior del niño no es una simple declaración de intenciones, 
de carácter abstracto e indeterminado, sino constituye una norma jurídica de reconocimiento 
universal y de obligatorio cumplimiento, que implica una obligación de la familia, la comunidad, la 
sociedad y el Estado, para que en toda decisión que se adopte, se logre la máxima satisfacción de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes o, la menor restricción o afectación de los mismos, más 
aún si se tiene en cuenta que los casos sujetos a resolución judicial o administrativa en los que estén 
involucrados niños o adolescentes deben ser tratados como problemas humanos, como así lo 
establece el artículo X del Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes”. 
 
Además, en esta misma decisión, la Sala Suprema en su fundamento 
5.7 advierte que en virtud de los alcances del principio del interés superior del niño se debe interpretar 
los dispositivos legales relacionados a las contravenciones, dirigidos hacia la necesidad de un amplio 




2.3.   GLOSARIO DE TÉRMINOS BÁSICOS 
 
- Sanción: sanción es la respuesta de un orden normativo frente al cumplimiento o 
incumplimiento de una norma; es la consecuencia de la verificación en la realidad de 
la prescripción de la norma. 
- Proceso Judicial: Es el trámite regular que está previsto para poder obtener una 
decisión judicial que resuelva el conflicto jurídico de intereses suscitado. 
- Facultad de Administrar Justicia: Es una función que ha sido atribuida a un órgano 
en particular, con la finalidad de resolver el conflicto jurídico de intereses suscitado. 
- Contravención: Es toda acción u omisión que atenta contra el ejercicio de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes señalados en la ley 
- Sentencia Judicial: Es un tipo de resolución judicial en virtud del cual se pone fin al 
conflicto jurídico de intereses. 
 
2.4.    MARCO REFERENCIAL 
 
En este acápite aparecerán las normas que están directamente relacionadas con la 




- Artículo 70.- Competencia y responsabilidad administrativa.- Es competencia y 
responsabilidad del PROMUDEH, de la Defensoría del Niño y Adolescente y de los 
Gobiernos Locales, vigilar el cumplimiento y aplicar las sanciones administrativas de 
su competencia cuando se encuentren amenazados o vulnerados los derechos de los 
niños y adolescentes. 
 
Los funcionarios responsables serán pasibles de multas y quedarán obligados al pago 
de daños y perjuicios por incumplimiento de estas disposiciones, sin perjuicio de las 
sanciones penales a que haya lugar. 
 
- Artículo 72.- Intervención jurisdiccional.- Los Jueces especializados están facultados 
para aplicar las sanciones judiciales correspondientes, con intervención del 





- Artículo 137: Atribuciones del Juez.- “Corresponde al Juez de Familia: (…) e) Aplicar 
sanciones sobre las contravenciones a los derechos del niño y del adolescente. La 




- Artículo 1985: Contenido de la indemnización.- “La indemnización comprende las 
consecuencias que deriven de la acción u omisión generadora del daño, incluyendo el 
lucro cesante, el daño a la persona y el daño moral, debiendo existir una relación de 
causalidad adecuada entre el hecho y el daño producido. El monto de la indemnización 
devenga intereses legales desde la fecha en que se produjo el daño”. 
  
2.5   HIPÓTESIS 
 
2.5.1. Hipótesis General 
 
   No existen criterios uniformes para que el Juez imponga una indemnización en los 






































III. MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1. ENFOQUE  
 
En cuanto al enfoque al cual se suscribirá la investigación que se realizará es al 
cualitativo, el cual se guía por áreas o temas significativos de investigación y el cual es descrito por 
Hernández (2014) como aquel enfoque cuyas investigaciones “pueden desarrollar preguntas e 
hipótesis antes, durante o después de la recolección y el análisis de los datos. Con frecuencia, estas 
actividades sirven, primero para descubrir cuáles son las preguntas de investigación más importantes; 
y después, para perfeccionarlas y responderlas. La acción indagatoria se mueve de manera dinámica 
en ambos sentidos: entre los hechos y su interpretación, y resulta un proceso más bien “circular” en 
el que la secuencia no siempre es la misma, pues varía con cada estudio”. 
 
En este caso la investigación, pretenderá analizar la aplicación que está haciendo el Juez 
respecto del articulado del proceso de contravenciones de los niños y adolescentes, que lleva 
aparejado el establecimiento de la sanción de indemnización por daños y perjuicios, con la finalidad 
de determinar los criterios empleados para su fijación, por eso es que se hará uso de sentencias 
judiciales, para apreciar a través de ellas caso por caso y extraer conclusiones. 
 
3.2.   DISEÑO 
 
El diseño de la investigación será de teoría fundamentada, porque partirá de un 
planteamiento básico que va a dar lugar a proposiciones teóricas que surgen de los datos obtenidos 
en la investigación, permitiendo de esta manera que el procedimiento genere el entendimiento de un 
fenómeno o hecho social que tiene lugar en ambientes naturales. 
 
En tal sentido, estará orientada a describir y explicar la realidad que permite organizar 
una teoría, la que se extraerá a partir de los casos que cada sentencia brinda y la doctrina que al 
respecto exista y le sea aplicable. 
 
3.3.    NIVEL 
 
Será una Investigación de nivel descriptiva-explicativa, porque tendrá como objetivo 
principal Determinar la existencia de criterios para que el Juez imponga una indemnización en los 
procesos judiciales sobre contravención del niño y del adolescente, lo que obligará a investigar sobre 
las figuras de la indemnización por daños y perjuicios y el proceso de contravención del niño y del 
adolescente para poder ofrecer una descripción de los mismos y saber en qué consiste cada uno de 
ellos para explicar lo que pasa en la práctica judicial. 
 
 
3.4.   TIPO 
La investigación que se realizará, tendrá corte narrativo y descriptivo que estaría dirigida 
a buscar un concepto que pueda abarcar una parte de la realidad (Rodríguez, 1999). Así mismo, será 
una investigación jurídica, concebida como “una actividad formativa básica de la docencia y 
enseñanza del derecho” por la que se trabajan problemas jurídicos con el ánimo de otorgarles una 
solución de tipo jurídica y en este caso se abordará el tema de la indemnización por daños y perjuicios 
en el proceso de contravención (Witker, 1996).  
 
3.5.   SUJETOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
En esta investigación, los sujetos de la misma son los jueces porque lo que se analizará 
es la facultad que tienen al momento de establecer la indemnización por daños y perjuicios en los 





En el caso de la presente investigación estará constituida por un universo de cuatro 
sentencias de primera instancia, que también será la muestra de esta investigación, en las que obra la 
decisión judicial al momento de fijarle la indemnización por daños y perjuicios al responsable de la 
comisión de la contravención al menor de edad. 
 
Dicha muestra es intencional, ya que ha sido elegida en virtud del criterio estratégico por 
el conocimiento que sobre la problemática planteada en la investigación resultan ser los más idóneos. 
 
 
3.6.   MÉTODOS Y PROCEDIMIENTOS 
 
El método que se utilizará será el Hermenéutico, por el cual se procesará la información. 
Este método es la acción de reunión y cruce dialéctico de toda la información que ha sido 
seleccionada por dos criterios, su pertinencia, por lo cual se tomará en cuenta aquello que 
efectivamente se relaciona con la temática de la investigación y su relevancia, lo que se devela ya 
sea por su recurrencia o por su asertividad en relación con el tema que se pregunta y que luego será 
revisada y discutida reflexivamente por ser indispensable que el marco teórico no se quede sólo como 
un enmarcamiento bibliográfico, sino que aporte significativamente como fuente esencial para el 
proceso de construcción de conocimiento que toda investigación debe poseer.  
 
Luego de esto se dará la interpretación de la información misma que constituye el 
“momento hermenéutico” y por el cual se construye conocimiento nuevo, lo que implica que se 
realice con corrección, es decir, que parte de elementos teóricos de base, que nos permiten pensar 
orgánicamente y, con ello, ordenar de modo sistemático y secuencial la argumentación. 
 
Así mismo, se empleará el método de estudio de casos, ya que es mediante las sentencias 
que se posee y en las que se presentan distintos casos judiciales de contravención de menores, que se 
identificará el o los criterios imperantes para resolver los casos de fijación de la indemnización como 
sanción, en aplicación del CNA. 
 
 
3.7.    TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
 
La Observación y Análisis Documentario: Esto implica la revisión documentaria: el 
proceso de revisión documentaria en la investigación estará orientada a la detección, obtención, 
consulta y extracción de información para la estructuración de las bases teóricas de la 
investigación de una diversidad de fuentes de consulta (artículos de revistas, libros, páginas web, 

























IV. PROBANZA DE LA HIPÓTESIS 
 
        4.1 Probanza Jurídico doctrinal 
 
Siendo aún estudiante de Derecho y habiendo tenido la práctica judicial en los Juzgados de 
Familia de Piura, el haber tomado conocimiento de las demandas de contravención de niños y 
adolescentes, generó el interés por el tema, puesto que los casos mostraban supuestos de distintas 
vulneraciones a los derechos de los niños y adolescentes, y tenían pronunciamientos en los que a 
menudo la demanda era declarada fundada pero habían ciertas particularidades en el desarrollo del 
mismo proceso que llamaron la atención como el conceder una indemnización sin haberla solicitado 
a pesar que existe un principio, el de congruencia que te obliga a satisfacer la pretensión. 
 
Esto hizo que reflexione sobre la aplicación que se hacía sobre el Artículo 137 del CNA, el cual 
establece las Atribuciones respecto de la aplicación de sanciones en caso de contravención. El 
dispositivo citado señala que “Corresponde al Juez de Familia: (…) e) Aplicar sanciones sobre las 
contravenciones a los derechos del niño y del adolescente. La sanción podrá ser hasta de diez 
Unidades de Referencia Procesal” lo que equivaldría a, en un primer momento sostener, que tendría 
el juez una facultad de libre arbitrio que le permitiría otorgar indemnizaciones por daños y perjuicios 
incluso sin previa configuración de la misma como una pretensión del agraviado o del Fiscal que en 
protección del interés del menor o del adolescente que accione, sin mayor juicio.  
 
Es por eso que se decidió escoger tres casos, uno que tuvo bastante relevancia pues fue un caso 
de bullyng que tuvo lugar en la ciudad de Cuzco y otros dos de la ciudad de Piura, desarrollados en 
los distritos de Castilla y Piura, los que ayudarán a mostrar cómo ha sido aplicado el inciso e) del 
artículo 137 del CNA. 
 
En ese orden de ideas a continuación aparecen los casos que serán descritos a grandes rasgos, 
con los datos que proporcionan las sentencias y nos enfocaremos en la pretensión de indemnización 
por daños y perjuicios concedida en sentencia: 
 
                         4.1.1 Descripción de la casuística seleccionada 
 
― Expediente N° 00147-2012-0-1001-JR-FT-03 (CUSCO):  
 
Este proceso se llevó a cabo en el Tercer Juzgado de Familia de Cuzco, esta demanda fue puesta 
por el Ministerio Público y se dirigió contra el Director del Colegio Salesiano del Cusco y contra 
unos profesores del plantel, en agravio de un adolescente, que había sido hostigado, intimidado y 
maltratado por otros menores. En esta demanda se tenían por pretensiones las siguientes: 
 
“A). Se declare la existencia de contravenciones a los Derechos de los Niños y Adolescentes, 
en agravio del adolescente E.G.G. considerando como responsables a los demandados, por no haber 
tomado las acciones preventivas y correctivas para evitar vulnerar su derecho a la integridad personal. 
B) Se sancione a los demandados con una multa de Diez Unidades de Referencia Procesal. C). Se 
fije una indemnización, teniendo en cuenta la magnitud del daño causado al menor agraviado y las 
circunstancias bajo las cuales sucedieron los hechos. D). Se disponga que el Director del Colegio 
mencionado, implemente las medidas correctivas correspondientes, para prevenir e impedir hechos 
de violencia física y psicológica, agresión u hostigamiento (bullying) entre los alumnos de su 
institución. Y E). Se disponga que el Departamento de Psicopedagogía del Colegio Salesiano 
implemente los tratamientos adecuados para prevenir y frenar dichos maltratos”. 
 
Por efecto de la investigación realizada, interesa lo relativo a la pretensión de la indemnización, 
como ya se señaló. En este caso la demandante solicitó se fije una  indemnización, en función de la 
magnitud del daño causado al menor agraviado y las circunstancias bajo las cuales sucedieron los 




En relación a esta pretensión se fijó como segundo punto controvertido: “b) De ser positiva la 
respuesta al primer punto controvertido, establecer si el menor Eduardo García Galindo ha sufrido 
daño, susceptible de indemnización por los demandados”. Por tanto debía determinarse la 
responsabilidad civil de la institución educativa y de los profesores, el daño ocasionado y si es 
susceptible de ser indemnizado. 
 
Como fundamentos de la decisión se tuvo en cuenta el artículo 1984 del Código Civil que en 
forma expresa señala: “El daño moral es indemnizado considerando su magnitud y el menoscabo 
producido a la víctima o a su familia”, por tanto, el daño determinado era el moral. En esta decisión 
se señaló además que se tiene probada la responsabilidad de las instituciones educativas y que los 
daños producidos “han sido de tal intensidad que han afectado emocionalmente al adolescente 
Tutelado (Véase la pericia sicológica) y que  incluso es necesario tenga que recibir terapia sicológica 
especializada conforme se evidencia de documento (P. 322 al 324)”. Se estableció así mismo que 
“existe una relación de causalidad entre la omisión de los demandados, que deviene en un acto de 
negligencia, y el daño sufrido por el adolescente Tutelado”. 
 
En relación al monto de la indemnización, el Juez  sostuvo “como autorizada doctrina ha 
manifestado, el daño moral de la víctima resulta muy a menudo imposible de cuantificar, pues el 
dolor, la frustración y perjuicio en el proyecto de vida en algunos casos simplemente no es 
cuantificable, el caso concreto no es la excepción, y se deja pues en muchos casos al criterio razonado 
del Juzgador teniendo en cuenta el menoscabo y la magnitud de los daños producidos a la víctima, y 
habiéndose acreditado que al adolescente tutelado en forma culposa se le ha causado un daño, debido 
a que ha sido víctima de acoso escolar, se llega a la convicción que el monto  por indemnización 
deberá de ser de S/. 10,000.00, considerando los tratamientos, menoscabos y demás argumentos 
referidos por el Ministerio Público  y los padres del Adolescente Agraviado”. 
 
Lo descrito muestra el primer caso. En el segundo caso aparece lo siguiente: 
 
- Expediente N° 00761-2016-0-2011-JM-FC-01 (CASTILLA–PIURA): 
 
Este proceso se llevó a cabo en el Segundo Juzgado Mixto de Castilla, aquí el Fiscal solicita 
tutela jurisdiccional efectiva para una menor discapacitada que recibió maltrato por parte de la 
Directora de un Colegio Particular pues la miraba mal y quería que la saquen del colegio, pero en lo 
que respecta a la indemnización por los daños ocasionados a la menor, no figura como una pretensión, 
por lo que no fue solicitada. 
 
Para otorgar dicha reparación el Juez sostuvo en el fundamento 22 que “respecto al daño extra 
patrimonial, dada las circunstancias estimadas, se tiene que dichas agresiones padecidas por la 
agraviada de por sí generan un daño moral, el mismo que no requiere mayor actividad probatoria 
(…)”.  
 
Así mismo, en el fundamento 23 señaló que “no puede ser fijada atendiendo a pautas fijas y 
alejadas de nuestra realidad, pues lo que se pretende con la misma es compensar económicamente el 
menoscabo sufrido por la parte agraviada, dado que dicha situación produce unos sentimientos o 
estimaciones subjetivas de valor inestimable desde el punto de vista económico y teniendo en cuenta 
los datos personales de la agraviada; a lo que debe valorarse además, respecto de la agraviada, las 
consecuencias que produce en su entorno familiar dicha situación pues ésta es la razón fundamental 
de la fijación de la reparación”. 
 
La sentencia de primera instancia resulto siendo confirmada en segunda instancia y se 
mencionan a continuación los fundamentos de la Sentencia de vista que serían los relevantes según 
el tópico en estudio y que obran en el fundamento DÉCIMO SÉPTIMO, que lamentablemente en la 
decisión obra consignado erradamente como el segundo DÉCIMO SEXTO. Cabe acotar que en esta 






“DÉCIMO SEXTO.- Finalmente, respecto a los daños y perjuicios, la parte apelante cuestiona 
la existencia del nexo causal entre el supuesto daño causado y los hechos, sin embargo, este elemento 
ha quedado plenamente acreditado con el informe psicólogo conforme ya se ha establecido 
precedentemente, pues en él se deja constancia que actualmente la menor se está viendo afectada por 
los conflictos que está pasando en el colegio, los mismos que involucran directamente a la demandada 
y que ha sido ratificado por el psicólogo en la Continuación de Audiencia única de fecha 14 de 
noviembre del 2016”. 
 
Señala a continuación que “existe una relación de causalidad entre la conducta de la demandada, 
y el daño sufrido por la adolescente, con lo cual se han vulnerado sus derechos fundamentales como 
el de la integridad personal, al libre desarrollo y a su dignidad como ser humano; debiendo tenerse 
en cuenta respecto al monto indemnizatorio que, el daño moral de la víctima resulta muy a menudo 
imposible de cuantificar, pues el dolor, la frustración y perjuicio en la esfera emocional de un ser 
humano no es cuantificable, y se deja pues en muchos casos al criterio razonado del Juzgador” 
 
Y para ello refiere que el Juez tendrá “en cuenta el menoscabo y la magnitud de los daños 
producidos a la víctima, y habiéndose acreditado que a la adolescente se le ha causado un daño, 
debido a que ha sido víctima de maltrato, se llega a la convicción que el monto por indemnización 
establecido por el A quo resulta equitativo y prudencial, considerando que la afectación emocional 
va requerir de tratamientos que le ayuden a superar dicha situación; por lo tanto no existe agravio 
alguno”. En este caso se fijó como indemnización el monto de S/ 1,000.00 soles. 
 
En el tercer caso se ve lo siguiente: 
 
― Expediente N° 498-2013-0-2005-JR-FC-01 (PAITA-PIURA): 
 
Este proceso se llevó a cabo en el Juzgado Civil Transitorio de Sol y Mar. Se inició tras la 
demanda interpuesta por el Ministerio Público contra Annes Felipe Morán Morán, encargado del 
departamento de psicología del Centro Educativo Liceo Naval Capitán de Navío Juan Noel Lastra, 
por maltrato físico sin lesión y maltrato psicológico de un niño. 
 
Así mismo en la sentencia de primera instancia se sostuvo que la afectación psicológica del 
menor se acredita con los protocolos de pericia psicológica, en los que se concluye que el menor 
presenta indicadores de tener una reacción situacional asociada a experiencia negativa en contexto 
escolar, trayendo como consecuencia el temor que sintió el menor de ocho años, configurando 
contravenciones que atentan contra el derecho del niño. 
 
La sentencia de primera instancia, que es confirmada en segunda instancia que consigna al caso 
con un nuevo N° de expediente, siendo este 00160-2015-0-2001-SP-FT-01, en su considerando 
décimo sexto sostuvo “Por otro lado en cuanto a la reparación del daño causado el código civil 
establece “Contenido de la indemnización Artículo 1985 (…) 17. En el caso de autos se advierte que 
el menor agraviado a través de su representante legal (padre) respecto al daño causado no ha 
efectuado actividad procesal; por la que en cuanto al daño emocional causado al menor, no existen 
elementos objetivos a fin de determinar a cuánto asciende los daños causados, por lo que corresponde 
fijar un monto prudencial ascendente a trescientos nuevos soles, dejando a salvo su derecho a fin que 














        4.1.2 Carencia de criterios y la existencia de libertad para decidir en la sentencia en 
un proceso de contravención 
 
Como se puede apreciar existen particularidades en cada uno de los casos expuestos.                  
Así: 
 
- En el primer caso se aprecia una pretensión de pago de indemnización por daños y 
perjuicios, sin solicitarse monto pero sí en qué debía basarse: la magnitud del daño 
causado y las circunstancias en que éste se había infligido. 
- En el segundo caso teniendo en cuenta el menoscabo y la magnitud se fija un 
monto, a pesar que no había ninguna petición de indemnización por daños y 
perjuicios y mucho menos un monto. 
- En el tercer lugar, no señala que haya sido solicitada la indemnización por daños y 
perjuicios, ni mucho menos monto pero se añade una inactividad procesal en 
relación al daño causado por parte del demandante entonces como no existen 
elementos objetivos a fin de determinar a cuánto asciende los daños causados, fija 
un monto prudencial. 
 
Estas decisiones en las que se declaró fundada la acción de contravención llevo a que 
surja la siguiente interrogante: ¿Cuáles son los criterios actuales para la imposición de la 
indemnización en los procesos judiciales sobre contravención del niño y del adolescente?, porque si 
bien hacían referencia al interés superior del niño y del adolescentes y el hecho de la compensación 
del daño, de todas maneras debía compensarse el daño sufrido por aplicación del artículo 137 del 
CNA, ya que este dispositivo permite a los jueces imponer una sanción de hasta 10 URP. 
 
La hipótesis planteada en la investigación establece que no existen criterios uniformes 
para que el Juez imponga una indemnización en los procesos judiciales sobre contravención del niño 
y del adolescente. Esto se ha sostenido porque de la revisión hecha a las normas propias de las 
contravenciones, que están contenidas en el CNA, respecto de esta sanción civil a imponerse como 
manera de compensar el daño padecido por el niño o el adolescente, no existe. 
 
El artículo 70 del CNA en su segundo párrafo establece que “Los funcionarios 
responsables serán pasibles de multas y quedarán obligados al pago de daños y perjuicios por 
incumplimiento de estas disposiciones, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar”, con 
lo que permitiría imponer la sanción de indemnización por daños y perjuicios si es que existe un 
funcionario que haya incumplido su labor de vigilancia y resulten vulnerados los derechos, no se dice 
más. 
Esto concordaría con lo dispuesto en el artículo 72 del CNA ya que se reconoce al Juez 
de familia como facultado a imponer sanciones, sin señalar un criterio que limite esa facultad, que 
podríamos tenerlo en el artículo 137 de este mismo cuerpo legal en cuanto al monto ya que reafirma 
que se pueden aplicar sanciones sobre las contravenciones a los derechos del niño y del adolescente 
pero, señala que la sanción pecuniaria que se imponga podrá ser hasta de diez Unidades de Referencia 
Procesal, no más.  
Frente a lo analizado se daría respuesta al segundo objetivo específico planteado en la 
investigación porque no existe apoyo a la decisión de compensar económicamente a la víctima salvo 
la limitación de su monto, pero no me dice como lo establezco. Así mismo, se concretaría el quinto 
objetivo porque del contenido del artículo 72 y del artículo 137 del CNA al parecer sí otorga amplia 
libertad para que el Juez actúe discrecionalmente imponiendo indemnizaciones por daños y 
perjuicios y para muestra están las resoluciones judiciales adjuntas y de las cuales obra descripción 
anterior pues el Juez basado en el interés superior del niño, que es descrito en todas las resoluciones 
concede una indemnización, sin importarle si ha sido solicitada, o si el demandante ha proyectado 
un monto, e incluso en la última de ellas el demandante no realiza actividad probatoria de daño pero 





                  4.1.3 El interés superior del niño como criterio rector de la toma de decisiones en 
casos de afectación de derechos de niños y adolescentes 
 
Este principio está enunciado por el artículo 3º de la Convención pero también ha sido 
recogido por el artículo IX del Título Preliminar del CNA y por el todas las medidas concernientes a 
los “niños” que adopten o deban adoptar las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los 
tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos lo deben tener considerado. 
 
Por tanto, los jueces de familia deben de tenerlo presente al momento de impartir justicia 
en casos en los que se denuncian afectaciones a los derechos de los niños y adolescentes. 
 
Miranda (2006) sostiene “la decisión sobre lo que en cada caso se ajusta al interés del 
menor se deja al arbitrio judicial; no obstante, el juez no se encuentra ante un concepto vacío, sino 
que a la luz de la anterior conceptuación, el contenido de las resoluciones judiciales debe consistir 
en asegurar la efectividad de los derechos fundamentales de los menores, quienes por sus condiciones 
de madurez no pueden actuar por sí mismos, para ello el juez deberá valorar el conjunto de 
circunstancias concurrentes, entre las que debe mencionarse la propia edad y circunstancias 
personales del menor (familiares, sociales)(…); el interés del menor actuará como criterio rector de 
la toma de decisiones cuando se suscite un conflicto con otros intereses legítimos, especialmente el 
interés de los progenitores. En estos casos, el conflicto deberá resolverse siempre primando el interés 
del menor” 
 
Por tanto, el interés superior del niño es un principio jurídico interpretativo 
fundamental, al momento de la aplicación de toda norma que haya de hacerse en una situación que 
afecte real o potencialmente a un niño o un adolescente. Lo que conduce a que el órgano encargado 
de la aplicación de una norma, considere dentro de todas las interpretaciones posibles, aquella que 
favorezca en mayor y mejor medida el interés del niño y del adolescente. 
 
Se cree conveniente citar lo sostenido por la Corte Interamericana en el Caso Atala en 
el parágrafo 110 de su Sentencia del 24 de febrero de 2012: “observa que al ser, en abstracto, el 
“interés superior del niño” un fin legítimo, la sola referencia al mismo sin probar, en concreto, los 
riesgos o daños que podrían conllevar la orientación sexual de la madre para las niñas, no puede 
servir de medida idónea para la restricción de un derecho protegido como el de poder ejercer todos 
los derechos humanos sin discriminación alguna por la orientación sexual de la persona”. 
 
Frente a lo dispuesto por la Corte, resulta útil lo que sostuvo Torrecuadrada (2016) quien 
señaló que “la decisión de la Corte Interamericana aclara dos cuestiones: la necesidad de motivar en 
cada caso en el que se alegue el interés superior del niño, la decisión que se fundamenta en este 
principio. En este punto, ante los tribunales es frecuente la presentación de informes psicológicos de 
los niños afectados. En otros es la mera lógica la que puede indicarnos la mejor de las soluciones 
para los menores en cuestión, dado que los niños precisan para su seguridad del mantenimiento de 
dinámicas, rutinas y de su entorno afectivo, debería primarse la solución que mejor se adaptara a este 
criterio, salvo que evidentemente, sea este contexto el que afecta negativamente al niño. La segunda 
de las cuestiones aludidas se centra en que no hay soluciones únicas para casos que nos puedan 
parecer objetivamente similares. Por ello, debe considerarse el principio del interés superior del 
menor y hacerlo “como un criterio de ponderación abierto y un principio necesario inspirador de 
todas las actuaciones relacionadas con el menor, tanto en el ámbito administrativo como judicial”. 
 
En ese sentido, el interés superior del niño es un criterio a tomar en cuenta para decidir 
en casos en los que se vean involucrados niños o adolescentes, como es el caso de las 
contravenciones, y que de la apreciación de las sentencias de los casos bajo análisis,  se ha podido 
constatar que fue así pero, cabe recalcar que no debe ser alegado en vacío sino que al hacerse 
referencia al principio, debe existir una motivación objetiva, como se da cuenta en los dos primeros 
casos descritos Expediente N° 00147-2012-0-1001-JR-FT-03 (CUSCO) y Expediente N° 00761-
2016-0-2011-JM-FC-01 (CASTILLA–PIURA) en el que se impone la sanción de indemnización por 




498-2013-0-2005-JR-FC-01 (PAITA-PIURA) pues en revisión se sostiene que respecto al daño 
causado la parte demandante no ha efectuado actividad procesal; por la que en cuanto al daño 
emocional causado al menor, no existen elementos objetivos a fin de determinar a cuánto asciende 
los daños causados, entonces ¡por qué decidió otorgar la indemnización por daños y perjuicios!, si 
además no había sido solicitada. 
 
Torrecuadrada (2016) piensa, que a pesar de los riesgos, “la discrecionalidad es 
necesaria para dotar de la necesaria adaptabilidad del principio a las circunstancias en presencia que 
pueden afectar a un menor o grupo de menores, pues como hemos podido comprobar, una solución 
puede estar fundamentada en el interés superior de un menor concreto y no resultar del todo adecuada 
al de otro”, con lo que se está de acuerdo, pero no se debe caer en subjetividades para avalar una 
compensación pues debe existir prueba objetiva que motive la decisión de otorgarla. 
 
  4.1.4 Se vulneró el principio de congruencia procesal. Concedo lo implícitamente 
pedido 
 
La Corte Suprema de Justicia del Perú mediante el III Pleno Casatorio Civil establecido 
en la Casación Nº 4664-2010 PUNO, fijó como precedente judicial vinculante que:  “en los procesos 
de familia, como en los de alimentos, divorcio, filiación, violencia familiar, entre otros, el Juez tiene 
facultades tuitivas y en consecuencia debe flexibilizar algunos principios y normas procesales como 
los de iniciativa de parte, congruencia, formalidad, eventualidad, preclusión, acumulación de 
pretensiones, en atención a la naturaleza de los conflictos que debe solucionar, derivados de las 
relaciones familiares y personales, ofreciendo protección a la parte perjudicada, de conformidad con 
lo dispuesto en los artículos 4º y 43º de la Constitución Política del Estado”. 
 
En ese orden de ideas, flexibilizar, supone evitar el exceso de ritual ismo y la ineficacia 
del instrumento procesal, de tal forma que principios procesales como congruencia, preclusión, 
eventualidad procesal, prohibición de reforma en peor, entre otros, cedan ante la imperiosa necesidad 
de dar una solución integral al conflicto, con lo que se podría dictar una decisión manifiestamente 
incongruente y no pasa nada. 
 
Estableció además respecto de la indemnización por daños y servicios en el caso de 
Divorcio por causal que «[...] 3. Respecto a la indemnización por daños o la adjudicación preferente 
de bienes de la sociedad conyugal: 3.1. A pedido de parte, podrá formular tal pretensión en los actos 
postulatorios, ya sea en la demanda como pretensión accesoria o en la reconvención, según sea el 
caso, salvo renuncia expresa del interesado. El pedido también es procedente después de los actos 
postulatorios. 3.2. De oficio, el juez de primera instancia se pronunciara sobre estos puntos, siempre 
que la parte interesada haya alegado o expresado de alguna forma hechos concretos referidos a los 
perjuicios resultantes de la separación de hecho o del divorcio en sí. Aquellos hechos pueden ser 
alegados o expresados incluso después de lo actos postulatorios”. 
 
Por tanto, si por el principio dispositivo, las partes son las que deben formular su pedido. 
La orientación publicista exige por lo menos alegar hechos relativos al perjuicio sufrido sin 
necesariamente haber pedido la indemnización, para que el Juez emita pronunciamiento final. 
 
La petición, junto con las partes y la causa de pedir son los que individualizan el objeto 
del proceso, por lo que resulta ser parte importante porque el Juez no puede ir más  allá de lo que  
piden y discuten las partes. Entonces, el principio de congruencia tiene las siguientes 
manifestaciones: “El objeto del proceso (Thema decidendum) lo fijan las partes y es dentro de esos 
límites como el Juez debe decidir; el Juez deberá fallar de conformidad con lo alegado y probado por 
las partes (secundum allegata e probata) y; la sentencia debe fijarse dentro de los límites de las 
pretensiones deducidas por el actor y aquello que reconoce o controvierte el demandado. En otras 
palabras el Juez debe resolver todo lo que las partes piden, pero no más, esto es, conforme 






Si no se produce esta identidad –entre lo pedido por las partes y lo concedido por el juez– 
se habla de una decisión judicial incongruente. 
 
De los casos propuestos para analizar, se tiene que el Expediente N° 00147-2012-0-1001-
JR-FT-03 (CUSCO) es el que cuenta con una pretensión de indemnización por daños y perjuicios sin 
proyectar un monto específico pero si haciendo referencia a la magnitud del daño causado al menor 
agraviado y las circunstancias bajo las cuales sucedieron los hechos como las consideraciones que 
ayudarán a medir el quantum de esta compensación. En este expediente, de los actuados en el proceso 
se demuestran los hechos lesivos al derecho del menor y el Juez impone una indemnización de S/ 
10,000 soles. Aquí ha habido un respeto del principio de congruencia procesal. 
 
 Sin embargo, en el Expediente N° 00761-2016-0-2011-JM-FC-01 (CASTILLA–PIURA) 
y en el N° 498-2013-0-2005-JR-FC-01 (PAITA-PIURA), el Juez de familia decidió hacer uso de la 
flexibilidad porque no se pidió la misma sin embargo, existen informes psicológicos que evidencian 
un daño en el menor lesionado. 
 
Si bien no es un caso de divorcio como el que obra en el III Pleno Casatorio, en estos dos 
últimos casos el Juez de oficio estuvo frente a un petitorio implícito y otorgó una indemnización por 
daños y perjuicios aplicando la flexibilidad que el ordenamiento postula en casos de Familia, lo que 
demuestra que la presencia de un petitorio implícito se da en contravenciones, al igual que la 
flexibilidad, pues se vulneró el principio de congruencia al conceder una indemnización sin haber 
sido solicitada. 
 
La Convención de los Derechos del Niño, y del CNA, el niño y el adolescente es sujeto 
de derechos, por lo que cobra fuerza la doctrina de la “protección integral”, que comprende que: a) 
La persona menor de edad tiene derecho de supervivencia, al desarrollo, a la protección y a la 
participación; b) El interés superior de la persona menor de edad; c) Prioridad absoluta de las 
personas menores de edad; d) Participación; y e) El rol fundamental de la familia. 
 
Por tanto, toda esta doctrina debe verse reflejada en la decisión final  y ante la 
flexibilización por no haber formulado petitorio, se debe tener en cuenta que el Juez debe de hacer 
una interpretación de todos los argumentos  presentados por cada una de las partes, con la 
oportunidad de su contradicción correspondiente. Entonces: (a) se debe haber alegado los hechos 
configurativos del perjuicio; (b) los medios probatorios  deben constar en el proceso no ser 
inventados; (c) no debe existir renuncia expresa del interesado y d) debe de haber existido la 
























1. El Estado tiene la obligación de cautelar la integridad de los niños mediante la adopción de 
medidas de protección específicas, de acuerdo con las normas previstas por el Capítulo IX 
del Título II del Libro Cuarto del CNA y una de esas medidas son los procesos por 
contravención que han sido regulados en el CNA, mediante el cual se tramitan procesos que 
tienen su origen en una afectación de los derechos del menor. 
 
2. El principio de interés superior del niño debe ser considerado para las decisiones que se 
tomen en los procesos de contravención, todo lo cual nos lleva a concluir que el único límite 
para la aplicación del Principio Superior del Niño en instancia judicial es que la decisión, 
además de encontrarse debidamente fundamentada fáctica y jurídicamente, constituya lo más 
beneficioso para el niño involucrado en la problemática. 
 
3. En los casos de contravenciones existe la posibilidad del petitorio implícito y la imposición 
de la sanción de una indemnización por daños y perjuicios para el agresor del menor afectado 
en sus derechos, ya sea persona natural o jurídica. 
 
4. En los casos de contravenciones no existen criterios, ni mucho menos uniformidad de ellos 
para imponer una indemnización por daños y perjuicios, por lo que en aplicación del artículo 
137 del CNA, estaríamos ante una facultad de sancionar que arbitrariamente se ejecuta. 
 
5. Es necesario se fijen claramente criterios para la imposición de la indemnización en sentencia 
ante el petitorio implícito en caso de contravenciones. Por eso, el Juez de familia al momento 
de presentarse la situación del petitorio implícito deberá: a) considerar el principio de interés 
superior del niño y del adolescente, b) dentro de todas las interpretaciones posibles, aquella 
que favorezca en mayor y mejor medida el interés del niño y del adolescente; c) aunque no 
haya petitorio se debe haber alegado los hechos configurativos del perjuicio; d) los medios 
probatorio base de la aplicación del interés superior del niño y del adolescentes,  deben 
constar en el proceso; e) no debe existir renuncia expresa del interesado, f) debe de haber 
existido la posibilidad de contradicción, g) existir prueba de los daños y h) merituar las 


























1. Se recomienda que debe de haber una modificación en el CNA y debe de incluirse un nuevo 
artículo en el cual se agreguen los criterios para la imposición de la indemnización por daños 
y perjuicios. 
 
2. Se recomienda el estudio de casuística de la localidad para ofrecer un aporte a la práctica 
judicial del lugar en el que vivimos y un aporte a los estudiantes de derecho, que al momento 
de consultar esta tesis tomarán conocimiento de la realidad de los juzgados respecto de un 
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No existen criterios uniformes 
para que el Juez imponga una 
indemnización en los procesos 
judiciales sobre contravención 
del niño y del adolescente 
 
Objetivo General: Determinar los criterios para que el Juez imponga la 




   
Determinar los criterios de imposición de la indemnización en los procesos 
judiciales sobre contravención del niño y del adolescente 
 
E2 
   
Analizar la normativa sobre contravención del niño y del adolescente, conforme 




   
Establecer si es que existe posibilidad de que tenga lugar un petitorio implícito en 
los procesos de contravención 
 
E4 
   
Determinar si se puede aplicar la flexibilización en la imposición de sanciones en 
un proceso de contravención del niño y del adolescente 
 
E5 
   
Determinar si el contenido del artículo 72 y del artículo 137 del CNA otorga 
amplia libertad para que el Juez actúe discrecionalmente imponiendo 
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adolescente peruano con 
respecto a los criterios 
- Establecer si es que existe 
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de contravención 
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  ANEXO 3.  INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
 
 
          UNIVERSIDAD NACIONAL DE PIURA 
               FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS 
 
FICHA DE OBSERVACIÓN DE SENTENCIAS 
 
I. DATOS INFORMATIVOS DE LA SENTENCIA: 
 
Número de Expediente: 00147-2012-0-1001-JR-FT-03 
Juzgado que dictó:  Tercer Juzgado de Familia de Cusco 
Ciudad de expedición: Cusco 
Nombre del demandante:  Ministerio Público 
Nombre del demandado:  Jesús Adrian Jurado Alarcon 
                                               Amarildo Hernand Delgado Alvarez 
                                               Elio Kart Iturriaga Luna 
II. CONTENIDO DE LA SENTENCIA 
 
N° ASPECTOS A OBSERVAR EN EL OTORGAMIENTO DE 
UNA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS 
NO SI OBSERVACIONES Y SUGERENCIAS 
1 PRESENCIA DE INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y 
PERJUICIOS 
  x Se fijo un monto de S/. 10,000.00 
soles 
2 COMO PRETENSIÓN PROCESAL 
 
 x  Se solicito se fije una 
indemnización teniendo en 
cuenta la magnitud del daño 
causado al menor agraviado y las 
circusntancias bajo las cuales 
sucedieron los hechos 
3 MONTO SOLICITADO POR DEMANDANTE 
 
 x  No se señalo monto dentro de la 
pretension 
4 FUNDAMENTO ART. 1985 CC 
 
 x  Se aplico el articulo 1984 del 
Código Civil, relativo al daño 
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          UNIVERSIDAD NACIONAL DE PIURA 
               FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS 
 
FICHA DE OBSERVACIÓN DE SENTENCIAS 
 
III. DATOS INFORMATIVOS DE LA SENTENCIA: 
 
Número de Expediente: 00761-2016-0-2011-JM-FC-01 
Juzgado que dictó: Segundo Juzgado Mixto de Castilla 
Ciudad de expedición:  Piura- Distrito de Castilla 
Nombre del demandante:  Ministerio Público 
Nombre del demandado: Veronica Ines Vegas Chiyon 
 
IV. CONTENIDO DE LA SENTENCIA 
 
N° ASPECTOS A OBSERVAR EN EL OTORGAMIENTO DE 
UNA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS 
NO SI OBSERVACIONES Y SUGERENCIAS 
1 PRESENCIA DE INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y 
PERJUICIOS 
  x A nivel de sentencia 
2 COMO PRETENSIÓN PROCESAL 
 
 x  No fue solicitada por el 
demandante 
3 MONTO SOLICITADO POR DEMANDANTE 
 
x  No existio ningún monto 
solicitado pero la Juez fijo la suma 
de S/1,000.00 soles 
4 FUNDAMENTO ART. 1985 CC 
 
  x Además se cito el articulo 1984 
























          UNIVERSIDAD NACIONAL DE PIURA 
               FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS 
 
FICHA DE OBSERVACIÓN DE SENTENCIAS 
 
V. DATOS INFORMATIVOS DE LA SENTENCIA: 
 
Número de Expediente: 498-2013-0-2005-JR-FC-01 
Juzgado que dictó: Juzgado Civil Transitorio de Sol y Mar 
Ciudad de expedición: Piura- Distrito de Pita 
Nombre del demandante:  Ministerio Público 
Nombre del demandado: AnnesFelipe Morán Morán  
 
VI. CONTENIDO DE LA SENTENCIA 
 
N° ASPECTOS A OBSERVAR EN EL OTORGAMIENTO DE 
UNA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS 
NO SI OBSERVACIONES Y SUGERENCIAS 
1 PRESENCIA DE INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y 
PERJUICIOS 
 x Se fijo la suma de S/. 150.00 soles 
2 COMO PRETENSIÓN PROCESAL 
 
x  Ningún monto solicitado 
3 MONTO SOLICITADO POR DEMANDANTE 
 
x  Aquí no efectuo ninguna 
actividad el demandante 
respecto a la prueba del daño por 
lo que no existen elementos 
objetivos a fin de determinar a 
cuanto asciende los daños 
causados, sin embargo, se fijo un 
monto prudencial 
4 FUNDAMENTO ART. 1985 CC 
 













































































































































































































































































































































     
 
 
 
 
